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Resumen

En este trabajo se da cuenta de las más recientes sentencias dictadas por el 
Tribunal Supremo en materia de Hacienda Local. Así, en primer lugar, se presta 
especial atención a impugnación de los tributos locales y, muy especialmente, a 
las ponencias de valores en casación. Asimismo, se examina el régimen econó-
mico de las mancomunidades municipales y la naturaleza de la retribución que 
se satisface por la prestación de servicios públicos o por actuaciones de interés 
general realizadas por sociedad anónima de capital mixto. Finalmente, se anali-
za la regulación de tasas y precios públicos en el ámbito local.

Palabras clave: autonomía local; suficiencia financiera; Haciendas lo-
cales; tasas y precios públicos; ordenanzas locales.

Case-law of the Spanish Supreme Court on local tax law (2014-2015)

Abstract

This article analyzes the most recent judgments of the Spanish Supreme 
Court on local tax law. Firstly, the article focuses on the legal actions in the 
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field of local taxes and, specially, on the quantification of the cadastral values 
in the appeals before the Supreme Court. Secondly, the article studies the eco-
nomic regime of mancomunidades (community of municipalities) and the na-
ture of the payments satisfied for receiving public services or actions pursuing 
the general interest carried out by public limited companies of mixed capital 
(with private and public capital). Finally, the article analyzes the regulation of 
taxes and public prices in local law.

Keywords: local self-government; financial sustainability; local tax law; 
taxes and public prices; local regulations.

1
Introducción

La regulación del recurso de casación contencioso-administrativo, todavía vi-
gente en 2015, limita extraordinariamente el acceso a la Sala III del Tribunal 
Supremo (TS) de las cuestiones relacionadas con la Hacienda Local.

Los artículos 86.1 y 96.1 de la Ley de la Jurisdicción Contencioso-admi-
nistrativa (LJCA), según redacción dada por la Ley 37/2011, de 10 de octu-
bre, abren los recursos de casación ordinario y para la unificación de doctrina, 
con respecto a las sentencias de las Salas de la Audiencia Nacional y de los 
Tribunales de Justicia, solo cuando son dictadas en única instancia y superan 
determinada cuantía (600 000 euros y 30 000 euros, respectivamente). Y, con-
forme al artículo 8 LJCA, son los Juzgados de lo Contencioso-administrativo 
los competentes para conocer, en primera o única instancia, de los recursos 
interpuestos contra los actos en materia tributaria de las entidades locales.

De esta regulación se ha hecho eco la jurisprudencia del TS, señalando 
que los recursos que se deduzcan frente a los actos de las entidades locales, 
cuando tengan por objeto actos de gestión, inspección y recaudación de tri-
butos y demás ingresos de Derecho Público regulados en la Legislación de 
Haciendas Locales, están atribuidos al conocimiento de los Juzgados de lo 
Contencioso Administrativo y, en segunda instancia –artículo 10.2 LJCA–, a 
las Salas de lo Contencioso-Administrativo de los Tribunales Superiores de 
Justicia.

En definitiva, el ámbito jurisprudencial sobre tributos locales viene de-
terminado, de un lado, por los pronunciamientos dictados en los recursos de 
casación que tienen por objeto sentencias de la Sala de la Audiencia Nacional 
recaídas en recursos interpuestos frente a actos de la Dirección General del 
Catastro, cuya vía económico-administrativa está atribuida al Tribunal Eco-
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nómico-Administrativo Central (TEAC), o de los Tribunales Superiores de 
Justicia dictadas en procesos en los que se impugnan, directa o indirectamen-
te, disposiciones de carácter general (especialmente ordenanzas fiscales) –art. 
86.3 LJCA–; y, de otro, por los pronunciamientos sobre doctrina legal recaí-
dos en recursos de casación en interés de la ley, que caben frente a sentencias 
dictadas en única instancia por los jueces de lo Contencioso-administrativo 
y contra las pronunciadas por las Salas de lo Contencioso-administrativo de 
los Tribunales Superiores de Justicia y de la Audiencia Nacional, que no sean 
susceptibles de recursos de casación ordinarios o para unificación de doctrina 
(art. 100 LJCA).

Por consiguiente, los pronunciamientos del TS sobre la Hacienda Lo-
cal, en 2014 y 2015 (al igual que en años anteriores) se reducen a algunos 
pronunciamientos sobre principios constitucionales de dicha Hacienda, y a 
decisiones relativas a concretas cuestiones de determinados tributos locales, 
en especial impuesto sobre bienes inmuebles (IBI) y tasas, además de preci-
siones sobre el régimen de precios públicos y precios privados como contra-
prestaciones de actuaciones de los entes locales. Quedan, pues, al margen de 
la doctrina del TS importantes aspectos del régimen tributario y local.

Con la finalidad de solucionar los inconvenientes derivados de los lími-
tes generales –no solo en el ámbito local– de la actual casación, la disposición 
final tercera de la Ley Orgánica 7/2015, de 21 de julio, modifica la LJCA, 
introduciendo un nuevo recurso de casación, con vigencia a partir del 22 de 
julio de 2016. Se pretende, según la exposición de motivos de la Ley, “que 
la casación no se convierta en una tercera instancia, sino que cumpla estric-
tamente su función nomofiláctica, se diseña un mecanismo de admisión de 
los recursos basado en la descripción de los supuestos en los que un asunto 
podrá acceder al Tribunal Supremo por concurrir un interés casacional. Así, 
la Sala de casación podrá apreciar que en determinados casos existe interés 
casacional objetivo, motivándolo expresamente en el auto de admisión. El 
recurso deberá ser admitido en determinados supuestos, en los que existe la 
presunción de que existe interés casacional objetivo”.

La modificación es sustancial, supone un cambio de paradigma porque 
se abandona el sistema subjetivo de recurso para pasar a un sistema objetivo. 
En efecto, la nueva configuración de la casación sigue al amparo constitu-
cional después de la reforma de la Ley Orgánica del Tribunal Constitucional 
(Ley Orgánica 6/2007, de 24 de mayo), de manera que pierde su función de 
garantía subjetiva para orientarse a la fijación de doctrina jurisprudencial.

Sin efectuar un juicio anticipado del resultado de la nueva casación, en 
términos procesales muy parecidos a los del actual amparo constitucional, es 
desear que, superada la inicial etapa de incertidumbre sobre lo que tendrá ac-
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ceso a la Sala Tercera del Tribunal Supremo, se cumpla, al menos, la finalidad 
que ha inspirado la reforma: asegurar una interpretación uniforme de la ley y la 
unidad objetiva del Derecho, en beneficio de la igualdad y seguridad jurídica.

2
Impuesto sobre bienes inmuebles (IBI). STS de 5 de octubre de 2015, rec. 
de cas. 2621/2013; STS de 7 de octubre de 2015 (rec. de cas. 1887/2013); 
y STS de 20 de octubre de 2015 (rec. de cas. 1352/2013)

2.1
Legitimación para impugnar las ponencias de valores

La legitimación para impugnar las ponencias de valores suscita diversas con-
troversias, no solo respecto de ayuntamientos y entidades o asociaciones re-
presentativas de las corporaciones locales, sino también de entidades creadas 
para la defensa de intereses privados comunes.

La STS de 5 de octubre de 2015, recaída en el recurso de casación núm. 
2621/2013, se pronuncia en contra de la legitimación de una entidad urbanís-
tica para impugnar la ponencia de valores del municipio.

Después de examinar diversas cuestiones de índole procesal, analiza la 
legitimación alegada desde la perspectiva de los artículos 19.1 LJCA, 7.3 
LOPJ, 223.3 y 232.3 LGT.

2.1.1
La legitimación y el derecho a la tutela judicial efectiva

El TS afirma: “Es cierto que debe mantenerse un criterio interpretativo de 
los requisitos de admisibilidad del recurso contencioso-administrativo acorde 
con el principio pro actione no formalista y favorable a la producción del 
efecto perseguido por el derecho fundamental a la tutela judicial efectiva de 
derechos e intereses legítimos a que responde el art. 24.1 de la Constitución, 
pero también hay que considerar la reiterada jurisprudencia constitucional 
que señala cómo el derecho prestacional de la tutela ha de sujetarse al plano 
de la estricta legalidad, pues solo inciden en la vulneración del contenido 
constitucional del artículo 24.1 de la CE aquellas resoluciones que generan 
interpretaciones arbitrarias e irracionales, […]. Una cosa es que una enti-
dad constituida para la defensa de cualesquiera intereses o para el logro de 
cualesquiera finalidades resulte legitimada plenamente para impugnar actos 
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administrativos, cuando esos intereses resulten afectados o, a juicio del pro-
pio ente, deban ser defendidos, tal y como se infiere, con toda claridad, del 
art. 19.1.aps. a) y b) de la Ley de esta Jurisdicción y otra bien diferente que 
tal legitimación se reconozca indiferenciadamente sobre la base de perseguir 
fines genéricos, respecto de la actuación de las Administraciones Públicas”.

2.1.2
El interés legítimo

Según la misma sentencia:

La entidad recurrente, respecto de la Ponencia de Valores impugnada, 
no es obligada tributaria ni sujeto infractor. Por tanto, solo estará legiti-
mada para impugnar dicho acto en la medida en que invoque un interés 
legítimo susceptible de ser afectado por dicha ponencia.
1.º)	� La jurisprudencia, en una primera aproximación conceptual, iden-

tifica el interés legítimo con la obtención de cualquier beneficio 
propio y concreto de carácter material, económico o moral, no 
equiparable al interés general de la acción popular, ni a la mera 
defensa de la legalidad.

	� Del análisis de la doctrina de esta Sala cabe extraer la siguiente 
clasificación de intereses que perfila el alcance de la legitimación 
requerida:

	 –)	� Intereses individuales ejercitables individualmente. En virtud 
del principio de que nadie puede litigar por persona inter-
puesta, estos intereses no son ejercitables por asociaciones 
o por grupos, aunque en ocasiones, puede darse un interés 
individual junto con uno colectivo.

	 –)	� Intereses colectivos que pueden ser ejercitados por grupos, 
corporaciones o asociaciones, aunque con el problema de de-
terminar qué tipo de grupos o entes tienen la condición jurí-
dica que les hace específicos defensores de aquellos, en vía 
administrativa, primero, y jurisdiccional, después. La LOPJ, 
ya lo hemos adelantado, lo expresa diciendo que los grupos o 
entes han de estar afectados o tener legalmente reconocida la 
defensa y promoción de los intereses colectivos.

	 –)	� En el caso del interés público, la modalidad ordinaria de 
acción es la colectiva, por medio de los órganos públicos 
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que tienen encomendada la competencia para la protección 
de tales intereses. La ley reconoce algunas modalidades de 
ejercicio individual de la acción, mediante el establecimien-
to de una acción popular, y sin perjuicio de los supuestos en 
los que confluyen un interés público y un interés individual.

	 –)	� El punto crucial en la apertura jurisprudencial de la legiti-
mación ha sido el de la defensa de los intereses colectivos y 
difusos. Pero la tendencia, tanto en el Tribunal Constitucional 
como en este Alto Tribunal, es la de reconocer la apertura de 
la legitimación a los individuos, asociaciones y corporaciones 
para la defensa de dichos intereses, en los casos en que, de-
fendiéndolos, el ciudadano, las corporaciones, asociaciones o 
grupos defienden también un círculo de intereses propios que 
resulta afectado por el acto que se impugna.

En definitiva de la jurisprudencia de esta Sala se pueden extraer las 
siguientes conclusiones:

.)	� Se precisa la existencia de una relación material unívoca entre el sujeto 
y el objeto de la pretensión, en referencia obligada a un interés propio 
de la entidad, de suerte que la anulación del concreto acto impugnado 
le reporte un efecto positivo o negativo o de futuro, pero cierto.

.)	� Se justifique la interrelación entre el interés invocado y el objeto de la 
pretensión. Carga procesal que incumbe al accionante.

.)	� No es suficiente para el reconocimiento de la legitimación con invo-
car de forma abstracta, genérica y/o potencial el interés por medio 
del cual se actúa, sino que se requiere determinar de forma precisa y 
pormenorizada en qué puede verse afectado. No basta la mera autoa-
tribución estatutaria.

2.º) En el presente caso:

	 –)	� La “ENTIDAD URBANÍSTICA […]” no tiene atribuida legal-
mente la defensa de los intereses patrimoniales que puedan 
resultar afectados por la determinación general y previa de 
los criterios de la ponencia de valores que se impugnaba, con 
el fin de la ulterior determinación de los valores catastrales de 
los inmuebles del correspondiente territorio.

	 –)	� En los Estatutos de la entidad, el artículo ... se refiere a sus 
objetos y fines, entre otros: conservación, mantenimiento y 
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limpieza de aceras, viales, pasos peatonales y aparcamiento; 
conservación y mantenimiento de zonas verdes y de dominio 
público afectas al ámbito territorial de la Entidad de Conser-
vación; conservación y mantenimiento de la red de drenaje; 
conservación y mantenimiento de la red de alumbrado y zonas 
comunes; limpieza de guardería y vigilancia de la urbaniza-
ción […]; cumplimiento de la legalidad urbanística […].

		�  Es cierto que en los apartados j) de dicho artículo se alude a 
la defensa de “los intereses comunes y generales de los miem-
bros de la Entidad ante cualquier Organismo o Autoridades 
del Estado, de la Comunidad Autónoma, de la Provincia y del 
Municipio, así como ante los Juzgados y Tribunales”. Pero 
esta autoatribución estatutaria no resulta suficiente para con-
vertir a la entidad recurrente en entidad legitimada por las 
siguientes razones:

	 .)	� Una entidad urbanística de conservación, como la recu-
rrente tiene como finalidad la defensa de intereses urba-
nísticos, pero no el contenido de las relaciones jurídico-
tributarias entre el titular de cada uno de los inmuebles 
y la Administración. Y es que los intereses que se corres-
ponden con la aprobación de las ponencias de valores 
son esencialmente intereses patrimoniales propios y es-
pecíficos de los titulares de los correspondientes bienes 
inmuebles afectados; y, consecuentemente, no cabe apre-
ciar una legitimación por sustitución de dichos titulares 
en una autoatribución, como la que se examina, que hace 
referencia a “intereses comunes y generales de los miem-
bros de la Entidad”.

	 .)	� Desde la perspectiva de unos supuestos intereses comunes 
y generales de los propietarios de los inmuebles afecta-
dos que fueran miembros de la Entidad, ha de tenerse, 
también, en cuenta la jurisprudencia de este Alto Tribunal 
que declara la imposibilidad de reconocer el interés legi-
timador cuando resulta únicamente de una autoatribución 
estatutaria, por cuanto aceptar tal posibilidad equivaldría 
a admitir como legitimada cualquier asociación o entidad 
que se constituyera con el objeto de impugnar disposicio-
nes generales o determinadas clases de actos adminis-
trativos (cfr. STS de 31 de mayo de 2006, 13 de junio de 
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2014-rec. de cas. 1600/2013, y 5 de mayo de 2015-rec. de 
cas. 2635/2012, ad exemplum).

	 .)	� La legitimación requiere, como presupuesto procedimen-
tal, que el acto impugnado afecte a un interés de la enti-
dad recurrente que suponga una relación material entre 
ella y el objeto de la pretensión, de manera que la estima-
ción del recurso la produzca un beneficio o la eliminación 
de un perjuicio.

		�  Resulta así que, en el ámbito de esta Sala del Tribunal 
Supremo se insiste en que la relación unívoca entre el su-
jeto y el objeto de la pretensión (acto impugnado), con la 
que se define la legitimación activa, comporta el que su 
anulación produzca de modo inmediato un efecto positivo 
(beneficio) o evitación de un efecto negativo (perjuicio) 
actual o futuro, pero cierto (sentencia de este Tribunal Su-
premo de 1 de octubre de 1990), y presupone, por tanto, 
que la resolución administrativa pueda repercutir, directa 
o indirectamente, pero de modo efectivo y acreditado, es 
decir, no meramente hipotético, potencial y futuro, en la 
correspondiente esfera jurídica de quien alega su legiti-
mación; y, en todo caso, ha de ser cierto y concreto, sin 
que baste, por tanto, su mera invocación abstracta y ge-
neral o la mera posibilidad de su acaecimiento (SSTS de 4 
de febrero de 1991, de 17 de marzo y 30 de junio de 1995 
y 12 de febrero de 1996, 9 de junio de 1997 y 8 de febrero 
de 1999, entre otras muchas).

		�  La entidad demandante no justifica la existencia de un vín-
culo específico entre el objeto del proceso, la aprobación 
de la Ponencia de Valores de […] y los fines y objetivos 
urbanísticos en cuya defensa está interesada, pues una cosa 
es que la Entidad Urbanística [...] resulte legitimada plena-
mente para impugnar actos administrativos, cuando esos 
intereses resulten afectados o, a juicio del propio ente, de-
ban ser defendidos, tal y como se infiere, con toda claridad, 
del art. 19.1.aps. a) y b) de la Ley de esta Jurisdicción y 
otra bien diferente es que tal legitimación se reconozca in-
diferenciadamente sobre la base de “defender los intereses 
comunes y generales de los miembros de la entidad”.

	 .)	� Es cierto que se ha producido la expansión del concepto 
de la legitimación activa por la acentuación de la idea de 
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los intereses colectivos o de grupo, como refleja la regu-
lación que hacen las leyes 29/1998 y 1/2000, acogiendo 
la evolución iniciada por la jurisprudencia del Tribunal 
Supremo y continuada por el Tribunal Constitucional, 
pero también, en este aspecto, la ampliación experimenta-
da tiene sus límites y así resulta en cuanto a los intereses 
colectivos cuya diferencia con los intereses difusos –re-
conocidos por el art. 7 de la LOPJ, como aptos también 
para generar un título legitimador– se encuentra en que 
se residencia en tales entes, asociaciones o corporaciones 
representativas específicos y determinados intereses co-
lectivos. A diferencia de estos, los intereses difusos no tie-
nen depositarios concretos y son intereses generales que, 
en principio, afectan a todos los ciudadanos y que, por su 
interés prevalente, han obtenido reconocimiento público, 
plasmado en algún instrumento, incluso en normas cons-
titucionales, y que no deben confundirse con la legitima-
ción que nace, excepcionalmente, de la acción popular, 
que corresponde a cualquier ciudadano y que debe ser 
reconocida expresamente por la Ley o de una acción de 
alcance general como reconoce la STEDH 4/81 de 22 de 
octubre (asunto Dudgeon contra Reino Unido).

		�  En definitiva, al impugnarse la Ponencia de Valores no pue-
den esgrimirse intereses urbanísticos cuya defensa asume 
la Entidad, ni tampoco colectivos o generales de sus miem-
bros que tengan la referida naturaleza urbanística.

	 .)	� Por último, la cita del apartado 3 del artículo 232 LGT 
no atribuye legitimación a la recurrente, ya que se limi-
ta a reconocer la posibilidad de comparecencia en la vía 
económico-administrativa, de todos los que sean titula-
res de derechos o intereses legítimos que puedan resultar 
afectados por la resolución que hubiera de dictarse, sin 
que la tramitación haya de retrotraerse en ningún caso.

2.1.3
Legitimación de los ayuntamientos para impugnar ponencias de valores

El TS entiende que el artículo 44 LJCA no se aplica cuando se trata de resol-
ver o solventar una disparidad de criterios entre Administraciones Públicas, 
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y una de ellas actúa en la relación juridico-administrativa entablada como un 
particular y no como un poder público. Hay que aplicar entonces la legisla-
ción reguladora de la actividad, y procede la interposición de recurso en vía 
administrativa si esa legislación lo ha previsto. La plena aplicación del artí-
culo 44 de la Ley Jurisdiccional se produce solo cuando ambas Administra-
ciones Públicas estén actuando como poder. No debe entenderse que solo se 
aplica el artículo 44 cuando la divergencia se refiere a cuál de las Administra-
ciones es la competente. Aunque sin duda entonces procede la aplicación de 
dicho artículo, no debe dársele cumplimiento solo en tales casos, sino además 
en todos aquellos otros en que ambas Administraciones actúan como poder y 
por tanto han dictado o pueden dictar actos administrativos.

2.2
Naturaleza jurídica de las ponencias de valores

La naturaleza jurídica de las ponencias de valores ha suscitado una importante 
controversia en la doctrina y en la práctica de los Tribunales, con repercusio-
nes inmediatas en su régimen de impugnación. Especialmente, en orden a la 
determinación de la competencia jurisdiccional para conocer de los recursos, 
y a la posibilidad o no de la anulación de tales ponencias como consecuencia 
de una impugnación indirecta formulada en el momento de la notificación de 
un concreto valor catastral.

Para posición doctrinal mayoritaria, tanto administrativista como tribu-
tarista, las ponencias de valores tiene la condición de actos administrativos 
porque, a diferencia de los reglamentos, no forman parte del ordenamiento 
jurídico, no lo innovan, sino que se producen en el seno de dicho ordenamien-
to como una manifestación de su aplicación, aunque su eficacia tenga una 
proyección plural con múltiples destinatarios.

Para otro sector, la ponencia de valores tiene naturaleza reglamentaria, 
por su condición general y abstracta, al dirigirse a una pluralidad indetermi-
nada de destinatarios y no agotarse en su cumplimiento, sino que se aplica, 
hasta su sustitución por otra, a todos los inmuebles incluidos en su ámbito 
territorial de aplicación.

En la STS de 5 de octubre de 2015 (rec. de cas. 3469/2013), se recuer-
da que la jurisprudencia del TS viene declarando de forma reiterada que las 
ponencias de valores son actos administrativos y no disposiciones generales, 
debiendo señalarse al respecto que si tuvieran este último carácter no serían 
impugnables ante los Tribunales Económico-Administrativos, tal como in-
dicaba el artículo 70.3 de la Ley de Haciendas Locales (Ley 39/1998, de 28 
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de diciembre) y dispone el artículo 27.4 de la Ley del Catastro Inmobiliario 
(Real Decreto Legislativo 1/2004, de 5 de marzo), pues es sabido que los 
artículos 15 del Real Decreto Legislativo 2795/1980, de 12 de diciembre, y 
37 y 38 del Reglamento de Procedimiento en las Reclamaciones Económi- 
co-Administrativas, aprobado por Real Decreto 391/1996, de 1 de marzo, se 
referían solo a “actos impugnables”; e, igualmente, los artículos 213 y 227 
LGT se refieren a “actos susceptibles de reclamación económico-administra-
tiva”, pero no atribuían ni atribuyen competencia a los Tribunales Económi-
co-Administrativos para conocer de disposiciones generales.

Y es que los actos de aprobación de las ponencias de valores, insertados 
en un procedimiento de determinación del valor catastral, tienen carácter ge-
neral por su contenido y destinatarios, pero ello no les hace perder su carácter 
de ser consecuencia de la aplicación del ordenamiento jurídico, por lo que 
no forman parte del mismo y no pueden equiparse a disposiciones generales.

En todo caso, en las sentencias del TS de 7 de marzo y 7 de mayo de 
1998 ya se señaló que “los acuerdos que se adoptan en el seno de los con-
sorcios, para la gestión e inspección de las contribuciones territoriales, ahora 
en el Centro de Gestión Catastral y Cooperación Tributaria, para elaborar y 
aprobar las ponencias que sirven para la fijación o revisión de los valores ca-
tastrales correspondientes a un municipio, son actuaciones administrativas de 
gestión de un tributo, dirigidas a determinar sus bases, que se materializan en 
las que afectan a cada sujeto pasivo y que pueden ser objeto de impugnación 
en vía económico-administrativa y revisión jurisdiccional, al combatir dichas 
bases, ya lo sean con ocasión de su preceptiva notificación o, eventualmente, 
a través de la liquidación o, incluso, puesta al cobro del recibo de la cuota re-
sultante, si aquella notificación no se produjo en su momento, pero no tienen 
–las referidas actuaciones preparatorias de la determinación de bases– la con-
dición de disposiciones generales que pretende atribuirles la apelante, porque, 
más allá del establecimiento concreto de las mismas, carecen de fuerza nor-
mativa externa a la propia Administración que las elabora”.

La exclusión del carácter de disposiciones generales de las ponencias de 
valores ha sido confirmada por sentencias posteriores a las antes indicadas, 
como las de 24 de febrero de 2003 y 21 de noviembre de 2006, declarándose 
en esta última, con el valor que da ser resolutoria de un recurso de casación 
para la unificación de doctrina, “que se ha dicho reiteradamente por esta Sala 
(por todas, sentencias de 13 de junio de 1997, 7 de marzo y 4 de abril de 1998) 
(que) las ponencias de valores no tienen el carácter de disposiciones genera-
les, por lo que su impugnación no permite acceder a la casación por la vía 
del artículo 26 LJCA” (impugnación indirecta de disposiciones generales). 
En el mismo sentido los autos, entre otros, de 21 de julio de 2005 (recurso 
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de casación 1319/2004), de 24 de noviembre de 2008 (recurso de casación 
2146/2008), de 12 de marzo de 2009 (recurso de casación 3632/2008), de 11 
de marzo de 2010 (recurso de casación 2298/2009) y de 1 de julio de 2010 
(recurso de casación 1313/2010). Y en el mismo sentido, sentencias de 11 de 
julio de 2013 (rec. de cas. 5190/2011) y de 18 de septiembre de 2014 (rec. de 
cas. 3463/2012). En esta última se señala:

La naturaleza jurídica de las ponencias de valores es la de acto adminis-
trativo, en dicho sentido véase la sentencia de este Tribunal Supremo de 
10 de febrero de 2011, rec. n.º 1348/2006.
... Conforme al Real Decreto 1552/2004, de 25 de junio, por el que se 
desarrolla la estructura orgánica básica del Ministerio de Economía y 
Hacienda, art. 5.1.a), corresponde a la Dirección General del Catastro la 
aprobación de las ponencias de valores, competencia que puede ejercer 
directamente o, en su caso, a través de las gerencias y subgerencias del 
Catastro. Prevé el art. 27.4 del Real Decreto Legislativo 1/2004, de 5 de 
marzo, que las ponencias de valores serán recurribles en vía económico-
administrativa, y en atención a lo dispuesto en los arts. 226 y ss. de la 
Ley 58/2003, la competencia le vendría atribuida al Tribunal Económi- 
co-Administrativo Central, y frente a la misma, en su caso, la competencia 
se le atribuye por mor del art. 11.1.d) de la LJCA, a la Audiencia Nacional.
En este caso, no solo ninguna pretensión se había accionado contra la 
Ponencia de Valores, como bien dice la sentencia de instancia, sino que 
la Sala de lo Contencioso-Administrativo del Tribunal Superior de Jus-
ticia de la Comunidad Valenciana no tenía competencia para declarar 
la nulidad de la Ponencia de Valores, acto cuya impugnación tiene un 
cauce procedimental expresamente previsto legalmente, y, desde luego, 
en absoluto era aplicable el art. 27.2 de la LJCA, ni existe disposición 
general, ni el Tribunal era competente al efecto, y es dicho artículo 
inaplicable al caso el que sirve de base a la Sala de instancia para anu-
lar la citada Ponencia. (Cfr. STS de 20 de octubre de 2015, rec. de cas. 
1352/2013).

2.3
Órgano jurisdiccional competente para conocer de la impugnación de 
las ponencias de valores

Conforme al artículo 4 del Real Decreto Legislativo de 5 de marzo de 2004, 
la aprobación de las ponencias de valores es una competencia exclusiva 
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del Estado atribuida a la Dirección General del Catastro, pero de ello no 
deriva que su revisión jurisdiccional corresponda a la Sala de lo Contencio- 
so-Administrativo de la Audiencia Nacional, de acuerdo con el artículo 11 
de la LJCA. Es cierto que el artículo 10.1.I) LJCA se refiere solo a órganos 
de la Administración General del Estado cuya competencia se extienda a 
todo el territorio nacional en materias de personal, propiedades especiales 
y expropiación forzosa, pero también lo es que las Salas de los Tribunales 
Superiores de Justicia tienen la competencia residual que reconoce el artí-
culo 10.1.m) LJCA, haciendo innecesaria la referida relación de materias, al 
conocer también de toda actuación de los órganos de la Administración del 
Estado que no venga expresamente atribuida a otro órgano jurisdiccional.

Ahora bien, la competencia para conocer de la revisión de las ponen-
cias de valores de la Sala de lo Contencioso-Administrativo de la Audiencia 
Nacional, y no de las Salas de los Tribunales Superiores de Justicia, resulta 
de la atribución al Tribunal Económico-Administrativo Central del conoci-
miento de la impugnación en vía económico-administrativa.

En efecto, el órgano competente para conocer de dicha impugnación es 
el Tribunal Económico-Administrativo Central, conforme a lo dispuesto en 
el artículo 229.1.a) LGT, dada la condición de órgano central del Ministerio 
de Economía y Hacienda que ostenta la Dirección General del Catastro. Y, 
consecuentemente, la competencia para conocer del recurso contencioso-
administrativo que pueda interponerse frente a la resolución de dicho TEAC 
corresponde a la Sala de la Audiencia Nacional, según resulta del artículo 
11.1.d) LJCA.

Dice la STS de 20 de octubre de 2015 (rec. de cas. 1352/2013): “Por 
consiguiente, la competencia para conocer de cualquier recurso se plantee 
contra el acto de aprobación de una ponencia de valores corresponde en 
exclusiva a la Audiencia Nacional, en virtud de lo dispuesto en el art. 11 de 
la Ley Jurisdiccional, y en la medida en que se trata de un acto sujeto a la 
previa impugnación en vía económico-administrativa, como establece el ar-
tículo 27.4 del Texto Refundido de la Ley del Catastro, no existiendo duda, 
por otra parte, que el órgano competente para conocer de la impugnación de 
la ponencia de valores es el Tribunal Económico-Administrativo Central, 
conforme a lo dispuesto en el artículo 229.1 a) de la Ley 58/2003, de 17 de 
diciembre, General Tributaria, habida cuenta la condición de órgano central 
del Ministerio de Economía y Hacienda que ostenta el Director General del 
Catastro”.
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2.4
Las ponencias de valores no son susceptibles de una impugnación in-
directa en el seno de un recurso contencioso-administrativo interpuesto 
en el momento de la notificación del valor catastral o de la liquidación

Aun reconociendo las dificultades para defender el carácter reglamentario 
de las ponencias de valores, un sector de la doctrina mantiene la posibilidad 
de la impugnación indirecta de las ponencias de valores en los recursos 
interpuestos en el momento de la notificación de los valores catastrales o 
de las concretas liquidaciones. Para mantener esta tesis, se advierte de que 
la manera de dar a conocer las ponencias de valores no garantiza las debi-
das garantías de sus plurales destinatarios. Además, se hace referencia a su 
contenido complejo y técnico, que dificulta su conocimiento. En definitiva, 
el contribuyente no percibe las consecuencias de la aprobación de una po-
nencia de valores hasta que no recibe la notificación del valor catastral del 
bien de que es titular.

Por consiguiente, se dice que debe admitirse la posibilidad de impugnar 
las ponencias de valores al hilo del recurso interpuesto contra el valor ca-
tastral notificado, “pues, de lo contrario, se produciría la indefensión de los 
sujetos que verían cercenadas injustificadamente las posibilidades de recurso 
dada la publicidad meramente edictal del anuncio de su aprobación, su conte-
nido complejo, y la posible ignorancia del afectado de la trascendencia futura 
de dichos actos”.

En un periodo de la jurisprudencia del TS, el criterio mayoritario fue 
que, por no tener las ponencias de valores la condición de disposiciones de 
carácter general, no era posible acudir al recurso indirecto para su impug-
nación. Pero, en esta etapa, hubo algún pronunciamiento aislado que, aun 
no reconociendo el carácter reglamentario de dichas ponencias, admitió la 
posibilidad de su impugnación indirecta (SSTS de 13 de junio de 1997 y 4 de 
abril de 1998).

En la actualidad, puede considerarse definitivamente consolidado el cri-
terio jurisprudencial que niega la posibilidad de impugnar indirectamente una 
ponencia de valores en el momento de recurrir el concreto valor catastral o la 
liquidación.

En la STS de 5 de octubre de 2015 (rec. de cas. 3469/2013) se dice: “La 
Ley de Haciendas Locales y disposiciones de desarrollo establecen pues un 
sistema gradual para fijar los valores catastrales, procedimiento complejo emi-
nentemente técnico, en el que los interesados pueden defender sus derechos im-
pugnando el valor básico del suelo, las valoraciones tipo de las construcciones y 
los índices, antes de que se fije concretamente el valor de sus respectivas fincas 
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urbanas; método de valoración que a su vez constituye una limitación para la 
Administración Pública que posteriormente tiene que respetar y acoger. […] 
Se trata de un procedimiento colectivo para determinar el valor catastral de los 
inmuebles urbanos, aplicando normas técnicas que contienen conceptos, reglas 
y criterios que han de regir para la valoración, y estableciendo un cuadro marco 
de valores del suelo y de las construcciones con la finalidad de calcularlos en 
actuaciones valorativas masivas, limitándose la valoración individualizada a la 
aplicación concreta en cada caso de los citados valores y criterios”.

El recurso contencioso-administrativo de la instancia interpuesto con-
tra la notificación individual del valor catastral no puede entenderse como 
impugnación indirecta de una disposición general. Primero porque el Real 
Decreto Legislativo por el que se aprueba la Ley del Catastro Inmobiliario 
califica la ponencia como acuerdo de aprobación (art. 27.3). Y segundo por-
que realmente tanto la elaboración de la ponencia como la notificación indi-
vidualizada forman parte del proceso de fijación de valores catastrales, en los 
términos expuestos, siendo impugnables por separado. El objeto pues de la 
impugnación de la valoración individualizada es, fundamentalmente, contro-
lar si se ha aplicado correctamente la ponencia en el caso (cfr. STS de 10 de 
mayo de 2006, rec. de cas. 5869/2001).

2.5
Los motivos de impugnación de un valor catastral o de una concreta 
liquidación

Para quienes resulta posible impugnar indirectamente las ponencias de va-
lores en el momento de reaccionar frente a un determinado valor catastral o 
liquidación notificada, no cabe limitación alguna de las alegaciones suscepti-
bles de ser esgrimidas.

Se podría interesar la anulación del valor catastral o de la liquidación 
porque la correspondiente ponencia de valores incurre en cualquier vicio sus-
tantivo o formal.

Excluir los posibles vicios formales de la impugnación no se considera-
ría procedente, en esta tesis doctrinal, por diversas razones: porque la limita-
ción no aparece en ninguna norma; porque la exclusión se fundamentaría en 
una doctrina jurisprudencial creada con otra finalidad –la de impedir impug-
naciones de todos los preceptos de un reglamento–; y porque las ponencias de 
valores, al establecer criterios genéricos que deben ser concretados en actos 
de valoración catastral, permiten el ejercicio de pretensiones de anulación que 
no pueden ser identificadas con las que se ejercitan frente a los reglamentos.
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El criterio de la jurisprudencia recogido en la STS de 5 de octubre de 
2015 (rec. de cas. 3469/2013) es contrario a dicha doctrina.

La jurisprudencia sobre la cuestión puede resumirse en los siguientes 
términos:

1.º)	� Conforme a la Ley del Catastro Inmobiliario, la determinación del 
valor catastral de cada inmueble se inicia con la aprobación de la po-
nencia de valores. Aprobación de ponencia de valores y asignación 
individualizada del valor catastral a cada inmueble, son actos que, 
estrechamente relacionados, poseen sustantividad propia, por lo que 
lo procedente es, en principio, que los reparos que se tengan contra 
dicha ponencia de valores se hagan respecto de dicho acto.

2.º)	� Sin embargo, cuando se individualiza cada valor catastral, y se noti-
fica este, es cuando el interesado puede valorar los posibles defectos 
o vicios de las ponencias de valores, que no se manifiestan más que 
cuando las mismas se proyectan sobre el bien inmueble particular, por 
lo que no existe inconveniente jurídico para que al hilo de la fijación 
y notificación del valor catastral se extienda la impugnación a aque-
llos aspectos de la ponencia de valores defectuosos, en cuanto tengan 
incidencia en la determinación individualizada del valor catastral.

3.º)	� La ponencia de valores goza de presunción de certeza, por lo que 
corresponde a la parte recurrente desvirtuar la misma, asumiendo 
la carga de la prueba que lleve al convencimiento del órgano juris-
diccional de que se ha producido una incorrecta determinación del 
valor de mercado.

	� Es a la parte demandante, que recurre frente a la notificación del 
valor individual del bien de que es titular, a la que corresponde, en 
sede judicial, acreditar la incorrección del valor catastral asignado al 
inmueble. De manera que la afirmación de su disconformidad debe 
ir acompañada de los medios de prueba adecuados y suficientes. En 
caso contrario el Tribunal debe atender a la presunción de certeza de 
los datos de las ponencias de valores, porque la recurrente prescinde 
voluntariamente de los trámites que los podían haber desvirtuado, 
mediante la utilización de aquellos medios de prueba que sometie-
ran a debido contraste los datos utilizados por el Catastro.

En la STS de 18 de septiembre de 2014 (rec. de cas. 3463/2012) se señala:

Como en otras ocasiones hemos indicado por remisión expresa a la Ley 
del Catastro Inmobiliario, la determinación del valor catastral de cada 
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bien inmueble se inicia con la aprobación de la Ponencia de Valores; 
aprobación de Ponencia de Valores y asignación individualizada del 
valor catastral a cada inmueble, son actos que, estrechamente relacio-
nados, poseen sustantividad propia, por lo que lo procedente es, en prin-
cipio, que los reparos que se tengan contra la Ponencia de Valores se 
hagan respecto de dicho acto; sin embargo, es evidente que cuando se 
individualiza cada valor catastral, y se notifica este, es cuando el intere-
sado puede valorar los posibles defectos o vicios de la Ponencia de Va-
lores que no se manifiestan más que cuando la misma se proyecta sobre 
el bien inmueble particular, por lo que no existe inconveniente jurídico 
alguno que al hilo de la fijación y notificación del valor catastral se 
extienda la impugnación a aquellos aspectos de la Ponencia de Valores 
defectuosos en cuanto tienen incidencia en la determinación individua-
lizada del valor catastral.
En este caso la parte demandante impugna la valoración catastral en 
cuanto considera que la Ponencia de Valores no refleja correctamente 
el valor de mercado en relación con el inmueble de su propiedad. El 
TEAR de ... señaló en base a los arts. 105 y 214 de la LGT, que incumbía 
la carga de la prueba de los hechos en que funde su derecho a la parte 
que pretenda hacerlos valer, siendo al caso insuficiente la simple mani-
festación de disconformidad de la impugnante con el método de valora-
ción catastral, en base a un informe realizado por arquitecto en abril de 
2006, sin que esté visado por el Colegio, careciendo de valor jurídico 
para desvirtuar los datos catastrales.
[...] La Ponencia de Valores gozaba de la presunción de certeza, le co-
rrespondía a la parte recurrente desvirtuar la misma asumiendo la carga 
de la prueba capaz de llevar al convencimiento del TEAR la incorrección 
del valor catastral asignado en referencia a la incorrecta determinación 
del valor de mercado, y es evidente que estando o no visado el referido 
informe, sin que pueda otorgarse al mismo en cualquier circunstancia 
la valoración propia de las pruebas tasadas, el mismo quedaba sujeto a 
la valoración conjunta de las pruebas bajo las reglas de la sana crítica, 
y de ahí que el propio TEAR haga referencia a que debe prevalecer la 
presunción de certeza, art. 3 del Real Decreto Legislativo 1/2004, que 
no fue desvirtuada.
Llegados a este punto, era a la parte recurrente a la que correspondía en 
sede judicial llevar al convencimiento del juzgador la incorrección del 
valor catastral asignado. Pues bien, a la afirmación de que el valor asig-
nado era muy superior al valor catastral por ser muy superior al de mer-
cado, debió de procurarse los medios de pruebas adecuados y suficientes 
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a tal efecto. Lo cierto es que la parte actora no solicitó el recibimiento 
del recurso a prueba y solo acompañó con su demanda una documental 
en la que destaca el informe al que anteriormente nos hemos recibido. 
Resulta evidente que la parte recurrente prescindió voluntariamente de 
los trámites que hacen posible que los informes de parte se puedan hacer 
valer como prueba pericial, sometido a las garantías de contradicción 
imprescindibles; al obviar el cauce adecuado, el informe en sí carece 
de valor probatorio alguno. En definitiva, el informe encargado por la 
parte recurrente y acompañado con la demanda, en el mejor de los casos 
podría considerarse como mera prueba documental privada que carece 
de la certeza y objetividad exigible, no incorpora más que la opinión del 
informante, lo que crea incertidumbres sobre la bondad de su contenido, 
más cuando se comprueba la ausencia de razonamientos adecuados a la 
conclusión que aporta, cuando en un dictamen como el que nos ocupa 
el resultado es lo menos importante, pues lo realmente relevante es los 
razonamientos y la relación de las fuentes de conocimiento de las que se 
extraen las conclusiones, pudiéndose leer que valora el suelo conforme 
al método residual estático sin dar cuenta de los datos utilizados y del 
desarrollo metodológico, y con todo con dicho método alcanza un valor 
el suelo de [...], y sin más razón que el mero voluntarismo concluye que 
el valor de tasación del bien es de [...], resultado de multiplicar el total 
de superficie, sin atender a la edificabilidad asignada, y el valor unitario 
de [...], sin dar noticia alguna de dónde procede dicho valor unitario, 
cuando el simple seguimiento de los datos parciales que aporta hace 
poco menos que imposible que se alcance un valor tan llamativamente 
bajo. Todo lo cual ha de llevarnos a desestimar la pretensión actora. 
(Cfr. STS de 20 de octubre de 2015, rec. de cas. 1352/2013).

2.6
Frente a una sentencia que declare la nulidad de una ponencia de va-
lores cabe recurso de casación

En la doctrina se sostiene que la ponencia de valores no es un acto de grava-
men que pueda traducirse en una cifra determinada que, en definitiva, sea la 
cuantía o valor de la pretensión ejercitada. Además, la ponencia de valores 
desarrolla su eficacia en relación con numerosos tributos del sistema tribu-
tario estatal, autonómico y local, por lo que su impugnación no tiene que ser 
anudada específicamente a un concreto tributo, y, por ende, a una concreta 
cuota tributaria.
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La jurisprudencia del TS vino, en una etapa anterior, denegando el acce-
so a la casación, al considerar que las ponencias de valores no tienen carácter 
de disposición general, y como consecuencia de lo establecido en los artícu-
los 26 y 86 LJCA.

Dicho criterio, sin embargo, ha sido superado en el actual estado de la 
jurisprudencia, como se recoge en la STS de 5 de octubre de 2015 (rec. de 
cas. 3469/2013).

La doctrina al respecto del TS puede resumirse en los siguientes térmi-
nos:

1.º)	� Cuando se impugnan los valores catastrales, la cuantía del recurso 
viene determinada por el importe de la cuota del IBI resultante del 
valor catastral cuestionado.

2.º)	� Cuando se impugnan y se anulan ponencias de valores, aunque la 
cuantía del recurso no puede considerarse indeterminada, tampoco 
queda limitada la cuantía a la cuota resultante de la valoración catas-
tral concretamente cuestionada en el proceso, sino que comprende 
y alcanza a las cuotas resultantes de las valoraciones catastrales de 
la totalidad de los inmuebles afectados por la ponencia de valores 
anulada por la sentencia de instancia, sin que pueda presumirse, sin 
riesgo de equivocación, que todas las cuotas resultantes del IBI de 
todos los valores afectados por la ponencia anulada sean inferiores 
a la cifra de 600 000 € (cfr. autos de 3 de abril de 2014, rec. de cas. 
3198/2013; de 4 de diciembre de 2014, rec. de cas. 80/2014; de 
19 de febrero de 2015, rec. de cas. 2488/2014; de 23 de marzo de 
2015, rec. de cas. 67/2014; y de 21 de mayo de 2015, rec. de cas. 
105/2014).

En definitiva, cuando se impugnan valores catastrales, la cuantía del recurso 
viene determinada no por el importe del valor catastral –que constituye la base 
imponible del IBI–, sino por la cuota que fije el acto administrativo recurrido o 
pueda establecerse tomando como base imponible aquel valor, pues es tal cuota 
la que representa (art. 41.1 LJC) el verdadero valor de la pretensión (por toda la 
jurisprudencia el auto de 9 de octubre de 2014, rec. de cas. 23/2014, y los que 
en él se citan), debiendo tenerse en cuenta, en todo caso, que las ponencias de 
valores no tienen el carácter de disposición general, tal como también ha venido 
reiterando el TS (por todas, SSTS de 10 de febrero de 2011, rec. de cas. núm. 
1348/2006; y de 24 de octubre de 2013, rec. de cas. núm. 6523/2011).

La doctrina de la determinación de la cuantía en el caso de impugnación 
de valores catastrales solo cede en aquellos casos en que la anulación por sen-
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tencia afecta no solo a dichos valores, sino también a la ponencia de valores 
propiamente dicha, pues en razón a que entonces se ponen en cuestión no solo 
los que afectan al recurrente, sino también los de la generalidad del territorio 
que abarca aquella, la jurisprudencia considera que no puede presumirse que 
ninguna de las posibles cuotas afectadas por los nuevos valores catastrales 
supere el límite establecido para el acceso a la casación (cfr. STS de 20 de 
octubre de 2015, rec. de cas. 1352/2013).

2.7
Calificación catastral de inmueble sito dentro de perímetro que delimita 
el suelo urbano, pero clasificado como suelo urbanizable sectorizado 
sin instrumento urbanístico de desarrollo (STS de 30 de mayo de 2014, 
rec. de cas. en interés de ley 2362/2013)

2.7.1
Antecedentes

La Sala de lo Contencioso-Administrativo del Tribunal Superior de Justicia 
de Extremadura, en sentencia de 26 de marzo de 2013, estimó la demanda 
instada frente a una valoración catastral, a efectos del IBI, que consideraba 
como suelo de naturaleza urbana una parcela calificada como suelo urbani-
zable en el Plan General del municipio, pero que exigía para su desarrollo un 
plan parcial o un programa de ejecución, no pudiendo, por tanto, considerarse 
sectorizado o delimitado.

La cuestión controvertida se refería fundamentalmente a la considera-
ción del citado inmueble, clasificado en el Plan General de Ordenación 
Urbana de [...] como suelo urbanizable con condiciones [...], como sue-
lo de naturaleza urbana a efectos catastrales.
La Sala de instancia aceptó el motivo de la nulidad de la valoración 
por cuanto la finca, pese a estar dentro del perímetro que delimita el 
suelo urbano de [...], era de naturaleza rústica por tratarse de un suelo 
urbanizable, sin haberse iniciado el proceso de urbanización al no estar 
aprobado el instrumento de desarrollo.

La sentencia de instancia concluía que los terrenos en cuestión no podían 
considerarse catastralmente urbanos.

El Abogado del Estado interpuso recurso de casación en interés de 
ley, por considerar que la doctrina que sentaba la sentencia de instancia 
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sobre la interpretación del art. 7.2 del TRLCI era gravemente dañosa para 
el interés general, y errónea, pidiendo que se fijara la siguiente doctrina 
legal: “El art. 7.2 b) del Texto Refundido de la Ley del Catastro Inmobi-
liario no exige, a efectos de la consideración como suelo de naturaleza 
urbana del suelo urbanizable incluido en sectores o ámbitos espaciales 
delimitados, la aprobación de un instrumento urbanístico que determine 
su ordenación detallada”.

Tanto la parte recurrente en la instancia como el Ministerio Fiscal so-
licitaron la desestimación del recurso, aunque aquella interesó también su 
inadmisión.

2.7.2
La STS de 30 de mayo de 2014 (rec. de cas. en interés de ley 2362/2013)

La Sala 3.ª del TS no acepta la inadmisibilidad planteada por la represen-
tación de la demandante en instancia, toda vez que el recurso está referi-
do a la interpretación del art. 7.2 b) del TRLCI, no sobre una normativa 
autonómica o local como aduce dicha parte, y la concurrencia del grave 
daño a los intereses generales se encuentra debidamente justificada, a jui-
cio de la Sala, ante los diversos factores a que se refiere la Abogacía del 
Estado, en su escrito de interposición, tales como el importante número 
de ponencias de valores totales y parciales afectadas, la importancia de la 
cuantía de las variaciones del valor catastral de los inmuebles, el número 
de procesos administrativos existentes sobre la misma materia y senten-
cias ya dictadas. Datos todos ellos que no han sido desvirtuados por la 
contraparte, y que permiten estimar razonablemente, como mantiene el 
Ministerio Fiscal, que la repercusión económica puede ser importante, 
asi como probable la repetición de litigios como el presente, lo que hace 
necesaria una doctrina uniforme sobre esta materia, al objeto de evitar un 
tratamiento desigual en los distintos lugares del territorio en la aplicación 
del art. 7.2 b) del TRLCI.

Rechazado el óbice procesal, la Sala entra a examinar el fondo del recur-
so y lo desestima, afirmando que “a efectos catastrales solo pueden conside-
rarse suelos de naturaleza urbana el suelo urbanizable sectorizado ordenado 
así como el suelo sectorizado no ordenado a partir del momento de aproba-
ción del instrumento urbanístico que establezca las determinaciones para su 
desarrollo. Antes de ese momento el suelo tendrá, como dice la sentencia 
recurrida, el carácter de rústico”.
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2.7.3
Argumentos de la sentencia del Tribunal Supremo

Como hemos visto el artículo 7.2 del TRLCI señala que también integran 
el suelo urbano los terrenos urbanizables “o aquellos para los que los 
instrumentos de ordenación territorial y urbanística prevean o permitan 
su paso a la situación de suelo urbanizado, siempre que estén incluidos 
en sectores o ámbitos espaciales delimitados, así como los demás suelos 
de este tipo a partir del momento de aprobación del instrumento urba-
nístico que establezca las determinaciones para su desarrollo”.
Lo primero que nos encontramos es que el legislador estatal no precisa 
lo que entiende por suelo urbanizable ni por suelo sectorizado.
El diccionario de la Real Academia de la Lengua define el término ur-
banizable referido a un terreno como “que se puede urbanizar”, aunque 
en el ámbito urbanístico se considera como tal el suelo que podrá ser 
objeto de transformación en los terrenos establecidos por la legislación 
urbanística y el planeamiento aplicable de cada municipio, lo que obli-
ga a acudir ante todo a la legislación autonómica correspondiente en 
cada caso, puesto que son las comunidades autónomas las competentes 
en materia de planeamiento urbanístico y ordenación del territorio, sin 
perjuicio de la potestad de los ayuntamientos, mediante los distintos ins-
trumentos urbanísticos y en el marco de la legislación autonómica co-
rrespondiente, para desarrollar y prever las transformaciones urbanas.
Pues bien, después de la sentencia del Tribunal Constitucional 61/1997, 
que declara la inconstitucionalidad de gran parte de los preceptos del Tex-
to Refundido de la Ley del Suelo y Ordenación Urbana, aprobado por el 
Real Decreto Legislativo 1/1992, de 26 de junio, fundamentándose princi-
palmente en la imposibilidad de que el Estado dicte normas supletorias en 
materias de competencia exclusiva de las comunidades autónomas, como 
es el urbanismo, hay que reconocer que las leyes autonómicas designan 
los terrenos urbanizables con denominaciones diversas
En efecto, algunas leyes autonómicas distinguen entre suelo urbanizable 
sectorizado y suelo urbanizable no sectorizado; otras entre suelo urba-
nizable delimitado y suelo urbanizable no delimitado; otras entre suelo 
urbanizable priorizado y suelo urbanizable no priorizado; otras en fin, 
entre suelo urbanizable programado y suelo urbanizable no programado.
Incluso, dentro del suelo urbanizable sectorizado, esto es, aquel que el 
plan general destina a ser urbanizado para completar o expandir el nú-
cleo correspondiente estableciendo la delimitación de sectores, existen 
normativas que clasifican dicho suelo en suelo sectorizado ordenado y 
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no ordenado, siendo el suelo sectorizado ordenado aquel suelo para el 
que el plan general establece directamente su ordenación pormenori-
zada de forma que se pueda proceder a su ejecución sin trámites de 
ordenación ulterior constituyendo el suelo urbanizable sectorizado no 
ordenado aquellos terrenos que el plan general considera susceptibles 
de urbanización, previa su ordenación pormenorizada mediante el co-
rrespondiente plan, en las condiciones y los términos establecidos por 
el plan general.
En esta última línea se encuentra la Ley del Suelo y de Ordenación del 
Territorio de ..., al distinguir dentro del suelo urbanizable entre suelo ur-
banizable con condiciones y suelo urbanizable sin condiciones, siendo el 
primero el integrado por los terrenos a los que el plan general considera 
deben asignarse condiciones concretas para su posible desarrollo en los 
dos primeros quinquenios de ejecución del mismo, dependiendo el desa-
rrollo del plan parcial; estando integrado el urbanizable sin condiciones 
por los terrenos reservados para su posterior incorporación al proceso 
urbanizador previo análisis y constatación fehaciente de su necesidad, 
por lo que la incorporación al proceso urbanístico deberá establecerse 
en la revisión del programa de actuación que significa la incorporación 
al suelo urbanizable con condiciones.
... Ante esta realidad, hay que interpretar que el legislador estatal, en el 
artículo 7.2.b) controvertido ha utilizado una amplia fórmula para reco-
ger todos los supuestos posibles que con independencia de la concreta 
terminología urbanística pueda englobar a esta clase de inmuebles.
Ahora bien, no cabe sostener, como mantiene el Abogado del Estado, 
que todo el suelo urbanizable sectorizado o delimitado por el planea-
miento general tiene per se la consideración catastral de suelo urbano, 
sin distinguir si se encuentra ordenado o no ordenado, y que el artículo 
7 solo excluye de tal consideración al urbanizable no sectorizado sin 
instrumento urbanístico aprobado que establezca las determinaciones 
para su desarrollo.
Antes, por el contrario, hay que entender que el legislador catastral qui-
so diferenciar entre suelo de expansión inmediata donde el plan delimita 
y programa actuaciones sin necesidad de posteriores trámites de orde-
nación, de aquel otro que aunque sectorizado carece de tal programa-
ción y cuyo desarrollo urbanístico queda pospuesto para el futuro, por 
lo que a efectos catastrales solo pueden considerarse suelos de natu-
raleza urbana el suelo urbanizable sectorizado ordenado así como el 
suelo sectorizado no ordenado a partir del momento de aprobación del 
instrumento urbanístico que establezca las determinaciones para su de-
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sarrollo. Antes de ese momento el suelo tendrá, como dice la sentencia 
recurrida, el carácter de rústico.
Si no se aceptara esta interpretación, perdería sentido el último inciso 
del precepto, cuando dice que “los demás suelos de este tipo a partir del 
momento de aprobación del instrumento urbanístico que establezca las 
determinaciones para su desarrollo”, porque este momento no puede ser 
el momento de sectorización o delimitación del terreno urbanizable, si 
este se disocia del momento de aprobación del instrumento urbanístico de 
desarrollo.
No podemos olvidar que el propio TRLCI, aprobado por Real Decreto Le-
gislativo 1/2004, de 5 de marzo, afirma en su Exposición de Motivos que el 
Catastro es un órgano de naturaleza tributaria, siendo su razón de ser la 
de servir para la gestión de diversas figuras tributarias de los tres niveles 
territoriales de la Hacienda Publica, y así lo ha reconocido expresamente 
el Tribunal Constitucional en su sentencia 233/1999, de 16 de diciembre, 
en la que refleja que la organización del Catastro, justamente por tratarse 
de una institución común e indispensable para la gestión de los impues-
tos estatales más relevantes, es una competencia que ha de encardinarse, 
sin lugar a dudas, en la de Hacienda General del artículo 149.1.14 de la 
Constitución, y que la información catastral estará al servicio de los prin-
cipios de generalidad y justicia tributaria de asignación equitativa de los 
recursos públicos.
Por ello, no puede desconocerse que el régimen jurídico del derecho de 
propiedad configurado por la norma urbanística incide sobre la regula-
ción tributaria y, en concreto, en la formación del Catastro y en cómo se 
determina el valor catastral de cada una de las parcelas que se incluyen 
en ese registro.
De esta interrelación deriva la necesidad de que, por un lado, la des-
cripción catastral atienda, entre otras cosas, a las características físicas, 
económicas y jurídicas de los bienes, a su uso o destino, a la clase de 
cultivo o su aprovechamiento (art. 3 del TRLCI) y, por otro lado, que la 
determinación del valor catastral tenga en cuenta, entre otros criterios, 
la localización del inmueble o las circunstancias urbanísticas que afectan 
al suelo (art. 23 del mismo texto), proclamando, por su parte, el art. 11 
la obligatoriedad de incorporar los bienes inmuebles en el Catastro, así 
como las alteraciones de sus características con el designio de que la des-
cripción catastral de los inmuebles afectados concuerde con la realidad.
... Es cierto que la Ley 8/2007, de 28 de mayo, del Suelo, supuso un cam-
bio en la configuración del derecho de propiedad, al reconocer lo que ella 
denomina dos situaciones básicas, el suelo rural y el suelo urbanizado, 
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terminando así la diferenciación establecida por la Ley 6/1998, de 13 de 
abril, que distinguía entre suelo urbanizable o no urbanizable, urbano y el 
suelo de los municipios donde no existía planeamiento, y que los efectos de 
este cambio se circunscriben a las valoraciones a efectos de expropiación 
forzosa, venta o sustitución forzosa y responsabilidad patrimonial.
Sin embargo, si se desconectan completamente ambas normativas nos po-
demos encontrar con valores muy diferentes, consecuencia de métodos de 
valoración distintos, de suerte que un mismo bien inmueble tenga un valor 
sustancialmente distinto según el sector normativo de que se trate, fiscal 
o urbanístico, no siendo fácil justificar que a efectos fiscales se otorgue 
al inmueble un valor muy superior al que deriva del TRLS, obligando al 
contribuyente a soportar en diversos tributos una carga fiscal superior, 
mientras que resulta comparativamente infravalorado a efectos reparce-
latorios, expropiatorios y de responsabilidad patrimonial.
Por otra parte, como para calcular el valor catastral se debe tomar 
como referencia el valor de mercado, sin que en ningún caso aquel pue-
da superar a este último (art. 23.2 del TRLCI) si las ponencias de valo-
res no reconocen la realidad urbanística, podríamos encontrarnos con 
inmuebles urbanizables sectorizados no ordenados con valor catastral 
superior al del mercado, con posible vulneración del principio de capa-
cidad económica, que no permite valorar tributariamente un inmueble 
por encima de su valor de mercado, porque se estaría gravando una 
riqueza ficticia o inexistente.
En consecuencia, teniendo en cuenta que las comunidades autónomas 
pueden precisar la noción de suelo urbanizable en sus respectivos ámbi-
tos territoriales, y que los ayuntamientos son competentes para acome-
ter aquellas recalificaciones que estimen necesarias, la homogeneidad 
en la hermeneútica de los designios del artículo 7 del TRLCI exige acu-
dir, en caso de duda, a los criterios dimanantes del TRLS, evitando las 
incoherencias generadas por la concurrencia de dos regulaciones tan 
distintas sobre una misma realidad fáctica.
Como expuso el Tribunal Constitucional, primero en su sentencia 
61/1997 de 20 de marzo, con ocasión de la inconstitucionalidad plan-
teada respecto al Texto Refundido de la Ley del Suelo de 1992, y después 
en su sentencia 164/2001 de 11 de julio, con ocasión de la inconstitu-
cionalidad planteada frente a la Ley 6/1998 de 13 de abril, del Régimen 
del Suelo y de Valoraciones, el derecho fundamental de propiedad reco-
nocido en el artículo 33 de la Constitución se conforma por su régimen 
jurídico y el régimen de valoración del suelo, y que tales condiciones 
son las reguladas en la Ley del suelo estatal, ejerciendo dicha norma 
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una vinculación respecto del resto de normas que inciden, de uno u otro 
modo, en ciertos aspectos de la propiedad del suelo.
Frente a lo expuesto, de indiscutible alcance general, no cabe invocar 
el art. 30.2 c) del TRLCI, que admite, dentro del procedimiento simpli-
ficado de valoración colectiva un mecanismo específico de valoración 
en los casos de cambiar el suelo de naturaleza por modificación del 
planeamiento al incluirlos en ámbitos delimitados, cuando en este caso 
ni siquiera se trataba de un procedimiento simplificado de valoración 
colectiva, sino de una valoración colectiva de carácter parcial.

En definitiva, los argumentos que llevan a la Sala 3.ª del TS a desestimar 
el recurso de casación en interés de ley interpuesto por el Abogado del Estado 
son, en síntesis, los siguientes:

a)	�El legislador estatal del catastro inmobiliario no precisa los conceptos 
de suelo urbanizable y suelo sectorizado que utiliza el artículo 7.2 del 
TRLCI, por lo que ha de entenderse que utiliza una fórmula amplía 
susceptible de acoger las distintas denominaciones y cagtegorías em-
pleadas en las legislaciones autonómicas.

b)	�La homogeneidad y coherencia de la interpretación del citado artícu-
lo 7 TRLCI exige acudir, en caso de dudas, a los criterios de la Ley 
8/2007, recogidos después en el Texto refundido de la Ley del Suelo, 
Real Decreto Legislativo 2/2008.

c)	�Debe entenderse que en el artículo 7.2.b) TRLCI el legislador catas-
tral quiso diferenciar entre el suelo de expansión inmediata, donde 
el Plan delimita y programa actuaciones sin necesidad de posteriores 
trámites de ordenación, y aquel otro que, aun sectorizado, carece de 
programación, y cuyo desarrollo urbanístico queda pospuesto para el 
futuro.

d)	�No cabe descontectar ambas normativas (catastral y urbanística), 
pues de hacerse así puede que un mismo bien tenga un valor sustan-
cialmente distinto según cual sea el sector del ordenamiento que se 
aplique (fiscal o urbanístico), no resultando fácil de justificar que a 
efectos fiscales se otorgue un valor muy superior al que deriva de la 
legislación urbanística.

e)	�De no hacerse así puede ocurrir que un bien inmueble urbanizable 
sectorializado, pero no ordenado, tenga un valor catastral superior al 
que alcanzaría en el mercado, desconociéndose la prohibición de que 
aquel supere a este con infracción del principio de capacidad econó-
mica (art. 31 CE).
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2.7.4
Consecuencias de la sentencia

En la doctrina la sentencia ha sido objeto de análisis doctrinales contradictorios.

a)	� Algún sector de la doctrina califica a la sentencia de decisión política 
encubierta bajo un razonamiento jurídico. Sin embargo, el Tribunal 
Supremo se ha limitado a interpretar y aplicar el ordenamiento jurídi-
co utilizando dos normas de igual rango para, ante su contradicción, 
determinar cómo deben entenderse a la luz de los principios que las 
presiden. No es otro el papel que la Constitución asigna a jueces y 
tribunales y, en particular, al Tribunal Supremo (arts. 117.3 y 123 CE).

b)	�En el otro extremo doctrinal, la sentencia ha sido considerada como 
impecable, razonada y laboriosa, que, con gran sencillez y sentido 
común, zanja una cuestión de gran importancia.

c)	� La Federación Española de Municipios y Provincias, en circular 
27/2014, de 1 de agosto, en interpretación del artículo 100 LJCA, lle-
gó a las siguientes conclusiones:

	 1.º) � La sentencia no tiene efectos jurídicos directos sobre situaciones 
particulares.

	 2.º) � No produjo la anulación de las ponencias de valores ya aproba-
das, ni de las valoraciones de bienes catastrales realizadas en su 
aplicación.

	 3.º) � No fija doctrina legal porque no es una sentencia estimatoria, sino 
desestimatoria de un recurso de casación en interés de ley; y ade-
más, al no haber sido reiterado su criterio, no sienta jurisprudencia.

	� En cualquier caso adelanta la necesidad de reforma del TRLCI, en 
particular de su artículo 7.2.b), para dar carta de naturaleza a los crite-
rios de la sentencia. Conforme a esta propuesta tendrían la condición 
de suelo de naturaleza urbana los terrenos con la consideración de 
urbanizables, o aquellos para los que los instrumentos de ordenación 
territorial y urbanística aprobados prevean o permitan su paso a la 
situación de suelo urbanizado, siempre que se incluyan en sectores o 
ámbitos espaciales delimitados y se hayan establecido para ellos las 
determinaciones de ordenación detallada o pormenorizada, de acuer-
do con la legislación urbanística aplicable.

La reforma proponía también modificar el artículo 30, en el que se re-
gula el procedimiento simplificado de valoración colectiva, y la disposición 
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transitoria 2.ª, relativa a la valoración catastral de los bienes rústicos, para la 
tasación de los terrenos que, de acuerdo con la STS de 30 de mayo de 2014, 
deban tener la condición de tales a efectos catastrales, no obstante su califica-
ción urbanística como urbanizable. Entre tanto se propugnaba cifrar su valor, 
mediante la aplicación de un coeficiente de 0,60 a los módulos de valor uni-
tario determinados para cada municipio para los usos distintos del residencial 
o industrial, y de un coeficiente de referencia al mercado de 0.5.

El proyecto añadía una nueva disposición transitoria al TRLCI para la apli-
cación del artículo 7.2.b), en la que se acotaban pro futuro las consecuencias de 
la nueva redacción, de modo que el cambio de naturaleza de los bienes inmue-
bles urbanos cuya clasificación no se correspondiera con la nueva redacción 
del precepto sería de aplicación a partir del primer procedimiento simplificado 
de valoración colectiva que se iniciara con posterioridad a su entrada en vigor.

d)	�En cuanto a los efectos de la sentencia:

	 1.º) � No tiene efectos inmediatos directos, pero no es posible desde-
ñar su autoritas. Con arreglo al artículo 100 LJCA, la sentencia 
resolutoria de un recurso de casación en interés de ley no afecta 
a la situación jurídica individualizada derivada de la sentencia re-
currida –cuyo criterio y decisión en este caso son confirmados–; 
y solo tiene la eficacia erga omnes que proclama dicho precepto 
para las sentencias estimatorias, esto es, para las que fijan una 
doctrina legal, no para las desestimatorias, como es el caso de la 
STS de 30 de mayo de 2014.

	� Ahora bien, las sentencias pronunciadas en interés de ley, aun las 
desestimatorias, son pronunciamientos jurisdiccionales del Tri-
bunal Supremo en los que interpreta el ordenamiento jurídico, 
estableciendo pautas y criterios exegéticos, con la potencialidad 
que para la creación de jurisprudencia reconoce el artículo 1.6 
CE. Se ha de admitir que el usus fori requiere la existencia de, 
al menos, dos pronunciamientos para que pueda hablarse de ju-
risprudencia, pero uno solo aislado no deja de tener la fuerza de 
convicción que cabe atribuir a los razonamientos que proceden 
del supremo órgano judicial. Sobre todo cuando se produce en un 
recurso cuyo designio y finalidad son fijar doctrina legal, recha-
zando la propuesta por el representante de la Administración al 
asumir los criterios interpretativos de la sentencia impugnada.

	 2.º) � La STS, al interpretar el artículo 7.2.b) del TRLCI, dice con toda 
claridad que el legislador catastral quiso diferenciar entre el sue-
lo de expansión inmediata, donde el Plan General agota toda la 
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ordenación, sin necesidad de complemento alguno, para conside-
rarlo de naturaleza urbana, y aquel otro que, teniendo vocación 
de devenir urbano, su desarrollo y las determinaciones precisas 
quedan pospuestos para el futuro.

	 3.º) � Los tribunales de instancia, como la Sala de la Audiencia Nacio-
nal en sentencia de 10 de octubre de 2014, aplican directamente 
la doctrina de la STS de 30 de mayo de 2014.

	 4.º) � El problema añadido, en materias como la que trata la STS de 30 
de mayo de 2014, es el casi imposible acceso, por ahora, al Tribu-
nal Supremo, teniendo en cuenta el límite cuantitativo para el ac-
ceso a la casación y las limitaciones de la legitimación para utilizar 
un recurso de casación en interés de ley. Ninguna Administración 
instará en el futuro recurso de casación en interés de ley sobre esta 
materia, y si se hiciera sería, posiblemente, inadmisible por existir 
ya doctrina, aunque expresada de manera negativa.

	 5.º) � La vinculación a la doctrina legal del TS, según el artículo 100.6 
LJCA, es para jueces y tribunales, pero debe serlo también para 
la Administración (art. 103.1 CE).

	 6.º) � Posibilidades de reacción de los sujetos pasivos del IBI.

	 –) � En relación con las ponencias de valores y acuerdos de valo-
ración que, al tiempo de pronunciarse la sentencia de 30 de 
mayo de 2014, estuvieran impugnados, en vía administrativa 
o judicial, debe aplicarse la doctrina de esta, como hizo la 
mencionada sentencia de la Audiencia Nacional de 10 de oc-
tubre de 2014.

	 –) � En la impugnación de las ponencias de valores, en cuanto actos 
administrativos generales con una pluralidad de destinatarios, 
que dan cobertura a los ulteriores acuerdos individualizados de 
valoración, nada obsta a que la impugnación de estos se susten-
te en una indebida consideración de las parcelas como terrenos 
de naturaleza urbana en la correspondiente ponencia de valo-
res, a la luz de los criterios de la STS de 30 de mayo de 2014.

	 –) � No parece que tenga ninguna perspectiva de éxito un acto fir-
me de valoración del inmueble –por no haber sido impugnado 
en el momento de su notificación– que resulte contrario a la 
doctrina contenida en la reiterada sentencia del Tribunal Su-
premo. Sin embargo, cabe plantearse si es posible impugnar 
el recibo anual del IBI aduciendo la indebida calificación de 
los terrenos como suelo de naturaleza urbana.
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	 .) � La liquidación de la cuota anual del IBI, respecto a la no-
tificación del valor catastral y de la ponencia de valores, 
es un acto de mera ejecución de otro anterior consentido y 
firme, por lo que la impugnación podría verse rechazada a 
limine conforme al artículo 28 LJCA.

	 .) � Si se admitiera la impugnación con fundamento en la na-
turaleza catastral del suelo que se atribuye en la ponencia, 
se dejaría abierta la posibilidad de discusión sin sujeción 
a plazo de una cuestión jurídica que en su momento no lo 
fue, con el déficit de seguridad jurídica que ello comporta.

	 .) � Cabe impugnar los actos de notificación de valoración indi-
vidualizada, aun cuando no haya sido impugnada la ponencia 
de valores, en un aspecto como el que aborda la sentencia co-
mentada –la naturaleza urbanística del suelo– en cuanto a fu-
turas eventuales decisiones que sean contrarias a su doctrina.

	 7.º) � Modificación legislativa. Como es sabido, la Ley 13/2015, de 24 
de junio, de reforma de la Ley hipotecaria, dio nueva redacción a 
la letra b) del artículo 2.4 del TRLCI. La finalidad de esta reforma 
es recoger el reciente criterio jurisprudencial que considera que 
los suelos urbanizables sin planeamiento de desarrollo detallado 
o pormenorizado deben ser clasificados como bienes inmuebles 
de naturaleza rústica, y se aprueban nuevos criterios para su va-
loración teniendo en cuenta sus circunstancias de localización. 
Para agilizar y regular el cambio de clasificación de estos suelos 
urbanizables se adapta el régimen transitorio de la Ley y se mo-
difica el procedimiento simplificado de valoración colectiva, lo 
que también permitirá en lo sucesivo adaptar con mayor agilidad 
los criterios de valoración contenidos en las ponencias de valores 
catastrales a los cambios en las circunstancias urbanísticas de los 
inmuebles, sin necesidad de aprobar nuevas ponencias.

Y, según la nueva redacción del artículo 2.4.b) del TRLCI, se entiende 
por suelo de naturaleza urbana: “Los terrenos que tengan la consideración 
de urbanizables o aquellos para los que los instrumentos de ordenación te-
rritorial y urbanística aprobados prevean o permitan su paso a la situación 
de suelo urbanizado, siempre que se incluyan en sectores o ámbitos espa-
ciales delimitados y se hayan establecido para ellos las determinaciones de 
ordenación detallada o pormenorizada, de acuerdo con la legislación urba-
nística aplicable”.
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La disposición transitoria séptima de dicha Ley, relativa al régimen tran-
sitorio para la aplicación de la modificación de la letra b) del apartado 2 del 
artículo 7, dispone:

El cambio de naturaleza de los bienes inmuebles urbanos cuya clasificación 
no se corresponda con la letra b) del apartado 2 del artículo 7 en la redac-
ción dada al mismo por la Ley 13/2015, de 24 de junio, de reforma de la 
Ley Hipotecaria aprobada por Decreto de 8 de febrero de 1946 y del texto 
refundido de la Ley del Catastro Inmobiliario aprobado por Real Decreto 
Legislativo 1/2004, de 5 de marzo, será de aplicación a partir del primer 
procedimiento simplificado de valoración colectiva que se inicie con poste-
rioridad a su entrada en vigor. A tales efectos los ayuntamientos deberán su-
ministrar a la Dirección General del Catastro información sobre los suelos 
que se encuentren afectados. Dicho procedimiento se ajustará a lo dispuesto 
en la letra g) del apartado 2 del artículo 30, con excepción de su efectividad, 
que tendrá lugar el 1 de enero del año en que se inicie dicho procedimiento.
Los inmuebles rústicos que a la entrada en vigor de la Ley 13/2015, de 
24 de junio, de reforma de la Ley Hipotecaria aprobada por Decreto de 
8 de febrero de 1946 y del texto refundido de la Ley del Catastro Inmo-
biliario aprobado por Real Decreto Legislativo 1/2004, de 5 de marzo, 
se encuentren en la situación prevista en el apartado 2 de la disposición 
transitoria segunda, se podrán valorar de acuerdo con los criterios con-
tenidos en dicho apartado a través del procedimiento simplificado de 
valoración colectiva previsto en la letra h) del apartado 2 del artículo 
30, con excepción de su efectividad, que tendrá lugar el 1 de enero del 
año en que se inicie dicho procedimiento.

3
Impuesto sobre construcciones, instalaciones y obras (ICIO), STS de 
12 de noviembre de 2014 (rec. 553/2014). Cuestión de ilegalidad sobre 
Orden Ministerial de 5 de junio de 2001, sobre el alcance de la exención 
del ICIO de bienes pertenecientes a órdenes religiosas

3.1
Antecedentes

A.- � Un Juzgado de lo Contencioso-Administrativo dictó sentencia de 
25 de junio de 2013, por la que se estimaba el recurso contencioso-
administrativo interpuesto por una orden religiosa contra desestima-
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ción de su solicitud de exención del ICIO por obras de demolición 
de un edificio y contra la liquidación girada por dicho concepto.

B.- � El propio Juzgado plantea cuestión de ilegalidad contra la Orden Mi-
nisterial de 15 de octubre de 2009, por la que se modifica la Orden 
de 5 de junio de 2001, por la que se aclara la inclusión del ICIO en la 
letra B del ap. I del artículo IV del Acuerdo entre el Estado Español 
y la Santa Sede sobre Asuntos Económicos, de 3 de enero de 1979, 
al considerarla contraria al artículo IV.1 al VI de dicho Acuerdo.

C.- � La Sala de lo Contencioso-Administrativo de la Audiencia Nacional 
estima la cuestión de ilegalidad y anula la totalidad de la Orden por 
considerarla contraria a los mencionados artículos del Acuerdo.

D.- � El Abogado del Estado interpone recurso de casación al amparo del 
artículo 27 LJCA.

3.2
Pronunciamiento del Tribunal Supremo
El Tribunal Supremo desestima el recurso de casación del Abogado del Es-
tado y confirma el fallo de la Audiencia Nacional, al entender que la Orden 
Ministerial innova el ordenamiento jurídico infringiendo el Acuerdo con la 
Santa Sede.

A.-	� Por las razones que señala la Audiencia Nacional:

	 a)	� El artículo IV reconoce el derecho a las siguientes exenciones, 
entre otras:

	 1.º)	� Exención total y permanente de la Contribución Territorial 
Urbana de los inmuebles que se relacionan de manera ex-
presa (templos, capillas,...).

	 2.º)	� Exención total y permanente de los impuestos reales o de 
producto sobre la renta y sobre el patrimonio. Esta exen-
ción no alcanza a los rendimientos que pudieran obtenerse 
por el ejercicio de explotaciones económicas, ni los deri-
vados de su patrimonio, cuando su uso se halle cedido, ni 
a las ganancias del capital, ni tampoco a los rendimientos 
sometidos a retención en la fuente sobre la renta.

	 b)	� El artículo VI señala que la Santa Sede y el Gobierno Español 
procederán de común acuerdo en la resolución de las dudas o 
dificultades que pudieran surgir en la interpretación y aplicación 
de cualquier cláusula del Acuerdo.
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	 c)	� La Orden de 5 de junio de 2001 señalaba que las Órdenes y 
Congregaciones disfrutan de la exención total y permanente en 
el ICIO. Sin embargo, la Orden Ministerial de 15 de octubre de 
2009 restringe la exención total y permanente en el ICIO a los 
inmuebles que estén exentos en la Contribución Territorial Ur-
bana, esto es, al IBI.

Por tanto, se trata de una modificación unilateral de la Orden de 2001 y 
del Tratado.

B.-	� Porque la Orden Ministerial cuya ilegalidad se reconoce proclama 
expresamente su intencón de equiparar en la exención de que se trata 
IBI e ICIO, y con esta equiparacion se produce una reducción del 
alcance de la exención en el ICIO.

C.-	� La Orden Ministerial de 5 de junio de 2001, si realmente tiene ca-
rácter interpretativo, su interpretación no puede ser modificada de 
manera sucesiva.

D.-	� La Orden de 2009 vulnera el mecanismo de resolución de dudas y 
dificultades que surjan respecto de Acuerdo Estado-Santa Sede.

4
Tasas

4.1
Modificación de ordenanza reguladora de tasa. Necesidad de documen-
tación técnico-financiera que justifique una modificación que introduce 
un nuevo concepto y una cuota más elevada. STS de 25 de junio de 
2015 (rec. de cas. 1424/2013)

Señala la sentencia:

En la cuestión planteada por la parte recurrente ha de partirse de que 
conforme a los 24.2 y 25, ambos del TRLHL, en relación con el artº 20 de 
la Ley 8/1989, de 13 de abril, se exige que en la Memoria justificativa de 
las Tasas Locales haya de incluirse la justificación de la cuantificación 
de la cuota tributaria para la elaboración de las liquidaciones corres-
pondientes. Recordemos los términos del artº 25 del Texto Refundido: 
“Acuerdos de establecimiento de tasas: informe técnico-económico
Los acuerdos de establecimiento de tasas por la utilización privativa o 
el aprovechamiento especial del dominio público, o para financiar total 
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o parcialmente los nuevos servicios, deberán adoptarse a la vista de in-
formes técnico-económicos en los que se ponga de manifiesto el valor de 
mercado o la previsible cobertura del coste de aquellos, respectivamen-
te”; y 20 de la 8/1989, “Memoria económico-financiera.1. Toda propuesta 
de establecimiento de una nueva tasa o de modificación específica de las 
cuantías de una preexistente deberá incluir, entre los antecedentes y es-
tudios previos para su elaboración, una memoria económico-financiera 
sobre el coste o valor del recurso o actividad de que se trate y sobre la 
justificación de la cuantía de la tasa propuesta. La falta de este requisito 
determinará la nulidad de pleno derecho de las disposiciones reglamenta-
rias que determinen las cuantías de las tasas”.
Conforme a una interpretación consolidada y reiterada de este Tribunal 
Supremo, recogida en nuestra sentencia de 20 de febrero de 2009 (rec. 
cas. núm. 5110/2006), ha de considerarse que “la aprobación de la Me-
moria económico-financiera constituye, no un mero requisito formal, sino 
una ‘pieza clave para la exacción de las tasas’, un medio de garantizar, 
justificar (el ente impositor) y controlar (el sujeto pasivo) que el principio 
de equivalencia se respeta, y, por ende, para evitar la indefensión del ad-
ministrado ante actuaciones administrativas arbitrarias”.
También hemos indicado que “De la anterior doctrina debemos extraer 
que, en efecto, la Memoria económico-financiera ha de contener todas 
las precisiones y justificaciones del desarrollo articulado de la Ordenanza 
Fiscal, de modo que de su lectura se desprenda no sólo cuál es el coste 
real o previsible del servicio en su conjunto, o, en su defecto, el valor de 
la prestación recibida, sino además la justificación razonada que ha lle-
vado a la determinación, en su caso, de los criterios de cuantificación de 
la cuota para la elaboración de las liquidaciones, debiendo contener la 
explicación procedente que justifique el cumplimiento de los principios 
tributarios a los que hace referencia el art. 31.1 de la CE y al resto del 
ordenamiento jurídico. Esos requisitos de contenido de la Memoria justi-
ficativa del acuerdo de imposición y de la Ordenanza Fiscal, tienen como 
finalidad establecer la motivación que llevó a la Entidad Local a ejercer 
la potestad reconocida en los arts. 15 y 20.1 del TRLHL, en cuanto al 
establecimiento de tasas, para tratar de asegurar que se ajustan, no sola-
mente a los parámetros del art. 24 del TRLHL, sino también al resto del 
ordenamiento jurídico y, por tanto, se ha de justificar, aunque sea de modo 
aproximado, que la fijación de los elementos para la determinación de la 
cuota tributaria, en el caso de que se establezcan, resultan respetuosos 
con los principios de igualdad, justicia tributaria y, en su caso, capacidad 
contributiva. Con ello se trata de impedir que el establecimiento de las 
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tasas y, por ende, el ejercicio de la potestad de establecerlas y regularlas, 
resulte arbitrario o, lo que es lo mismo, inmotivado”.
Como se ha indicado la cuestión se desenvuelve en si se encuentra justifi-
cada, en concreto –pues con esta acotación se presenta la controversia– la 
determinación de la cuota del apartado 2.6, artº 4, de la Ordenanza, refe-
rido a Hospital …, en la documentación técnico-financiera que se acom-
paña a la modificación de la Ordenanza.
La normativa aplicable, como ha quedado transcrito, exige para el “esta-
blecimiento de una nueva tasa o de modificación específica de las cuantías 
de una preexistente”, un requisito formal de gran intensidad, al punto que 
la ausencia de memoria económico-financiera determina la nulidad ra-
dical, “a falta de este requisito determinará la nulidad de pleno derecho 
de las disposiciones reglamentarias que determinen las cuantías de las 
tasas”; la importancia, pues, de la elaboración de la memoria económico-
financiera, resulta sustancial, determinando su ausencia o su insuficiencia 
la nulidad de pleno derecho de la tasa. No estamos, por ende, ante un 
requisito meramente formal, sino que, tal y como una constante jurispru-
dencia pone en evidencia, constituye una pieza clave para la exacción de 
las tasas. Por su proyección se requiere una justificación razonada de su 
cuantificación, recogiendo los criterios tenidos en cuenta y las explicacio-
nes suficientes que justifique el cumplimiento de los principios tributarios 
a los que hace referencia el art. 31.1 de la CE y al resto del ordenamiento 
jurídico, impidiendo que la discrecionalidad administrativa se convierta 
en arbitrariedad, cumpliendo también, como se ha dicho, funciones de ga-
rantías en tanto que se posibilita a los afectados conocer las razones que 
llevan a la Administración a la imposición de las tasas y que justificaron 
la fijación de los criterios y parámetros fijados para la liquidación de la 
cuota tributaria y haciendo posible el control judicial.
Ahora bien, cuando no estamos ante el establecimiento de una tasa, sino 
ante una modificación, como es el caso en el que se procede a una modi-
ficación de la vigente en 2010, no siempre la ausencia de memoria econó-
mica determina la nulidad de la disposición. Tratándose de una modifica-
ción, lo procedente es analizar el caso y la relevancia de la modificación 
a los efectos de determinar la intensidad con la que deben exigirse los 
citados requisitos a los que nos venimos refiriendo.
Atendiendo a la documentación conformadora del expediente administra-
tivo, comprobamos cómo la Ordenanza, en la concreta cuestión que nos 
ocupa, partía de identificar en el apartado 2.5 a los “Hospitales y Sanato-
rios”, y se establecía una cuota tributaria de 750,99 euros; la Ordenanza 
aprobada para 2011, impugnada, recoge el apartado 2.5, “Hospitales y 
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Sanatorios”, y prevé una cuota de 826,09 euros, pero añade un nuevo 
apartado en el expresado artº 4 sobre la cuota tributaria, apartado 2.6 
“Hospital Comarcal” con una cuota asignada de 21 000 euros.
Como se observa no estamos ante una mera puesta al día de la cuantifica-
ción de la tasa de escaso alcance, sino de la contemplación de un nuevo 
supuesto, se innova la tasa cuantificando un nuevo concepto, “Hospital 
Comarcal”, que en la práctica supone que a la parte recurrente se le apli-
que este nuevo concepto con la nueva cuota resultante, y que le supone 
pagar 21 000 euros en 2011, frente a los 750,99 de 2010.
[...]
Se puede afirmar categóricamente que en la referida documentación no se 
evidencian las razones de la cuantificación del nuevo concepto de “Hospi-
tal Comarcal”, cuando resultaba imprescindible justificar no solo el coste 
total del servicio sino también los criterios, que sirvieron la individualiza-
ción de tasa conforme a su propia naturaleza y en base a los principios de 
proporcionalidad y equivalencia.
[...]
Todo lo cual nos ha de llevar a estimar el recurso de casación, [...].

4.2
Tasas y precios públicos. Ordenanza reguladora de precios públi-
cos. Procedimiento de elaboración y aprobación. Necesidad de estu-
dio económico-financiero. STS de 28 de septiembre de 2015 (rec. de 
cas. 311/2014)

El debate de casación resultaba muy preciso: ¿la aprobación de una ordenan-
za fiscal reguladora de un precio público municipal requiere de un estudio 
económico-financiero? Para el Ayuntamiento, la respuesta es negativa; para 
los particulares que obtuvieron la sentencia a su favor, resulta positiva.

Si la solución correcta de esa duda era la segunda, había que decidir si el 
informe que constaba unido al expediente administrativo era suficiente, tal y 
como defendía la corporación local recurrente.

En esta indagación se ha de partir del texto refundido de la Ley regula-
dora de las Haciendas Locales, cuyos artículos 41 a 47 regulan los precios 
públicos locales.

A.-	� Concepto de precios públicos. Son tales los exigidos por la prestación 
de servicios o la realización de actividades, en régimen de derecho 
público, que sean de solicitud o recepción voluntaria (es decir, que 
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no vengan impuestas por disposiciones legales o reglamentarias ni se 
refieran a bienes, servicios o actividades imprescindibles para la vida 
privada o social del solicitante), o que no se presten o realicen por el 
sector privado [artículo 41, en relación con el 20.1.B)], quedando ex-
cluida en todo caso la percepción de precios públicos (y de tasas tam-
bién) por los servicios de abastecimiento de aguas en fuentes públicas, 
alumbrado en vías públicas, vigilancia pública en general, protección 
civil, limpieza de la vía pública y enseñanza en los niveles de educa-
ción obligatoria (artículo 42, en relación con el 21.1).

B.-	� Importe de los precios públicos. Por regla general, el importe del 
precio público debe cubrir como mínimo el coste del servicio presta-
do o de la actividad realizada (artículo 44.1), si bien, cuando existan 
razones sociales, benéficas, culturales o de interés público que así 
lo aconsejen, la entidad local puede fijarlo por debajo del límite in-
dicado. En estos casos, deben consignarse en los presupuestos de la 
entidad las dotaciones oportunas para la cobertura de la diferencia 
resultante si la hubiera (artículo 44.2).

C.-	� Establecimiento y aprobación. El establecimiento y la aprobación de 
los precios públicos corresponden al Pleno de la corporación, facul-
tad que cabe delegar en la Comisión de Gobierno (artículo 47.1), y 
la fijación de su importe podrá encomendarse a los organismos autó-
nomos o los consorcios cuando se trate de financiar servicios a cargo 
de los mismos, salvo cuando no cubran el coste; a este fin, deberán 
presentar “el estado económico del que se desprenda que los precios 
públicos cubren el coste del servicio” (artículo 47.2).

Lleva razón el Ayuntamiento recurrente cuando afirma que en esa disci-
plina legal no se exige expresamente la elaboración de un informe económi-
co-financiero para la aprobación de un precio público local, pero esta afirma-
ción, sin más, no resuelve la duda, por la sencilla razón de que el capítulo del 
texto refundido dedicado a los precios públicos no contiene ninguna norma 
relativa al procedimiento de elaboración y aprobación de la correspondien-
te ordenanza reguladora. La lógica del argumento del Ayuntamiento podría 
llevar al absurdo de considerar innecesario el seguimiento de un específico 
procedimiento de aprobación porque en los artículos 41 a 47 no se regula el 
mismo, salvo las referencias en el último de ellos a las competencias para el 
establecimiento y fijación del precio público.

La Sala del Tribunal Supremo concluye que la existencia de ese estudio 
económico-financiero resulta imprescindible para la aprobación y la cuantifi-
cación de un precio público local.
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a)	�En primer lugar, porque va en la naturaleza de las cosas. Si se trata 
de financiar el coste de determinadas actividades y servicios mu-
nicipales, resulta imprescindible conocer cuál sea el mismo, con el 
fin de, como mínimo (véase el artículo 44.1), cubrirlo con el precio 
público. Esta exigencia se hace más explícita aún en el caso de que 
se decida, por razones sociales, benéficas, culturales o de interés 
público (artículo 44.2), que el precio público no cubra el coste, para 
conocer el modo (la consignación presupuestaria) en que haya de 
sufragarse la diferencia, decisión esta última que se reserva al Ple-
no de la corporación, o a su Comisión de Gobierno por delegación, 
y que nunca se permite a los organismos autónomos y consorcios 
cuando fijan el importe de los precios públicos que los financian. 
Por ello se exige a estos últimos que justifiquen, mediante el opor-
tuno análisis económico, que los precios que proponen cubren el 
coste del servicio.

b)	�En segundo término, se ha de tener presente que la Ley de Tasas y 
Precios Públicos de 1989 estableció en la disposición adicional sépti-
ma que lo previsto en su título III, dedicado a los precios públicos, se 
aplica supletoriamente a la legislación de las comunidades autónomas 
y de las Haciendas Locales sobre precios públicos en el ámbito de sus 
competencias. Pues bien, el artículo 26.2 dispone que el estableci-
miento y la modificación de la cuantía de los precios públicos deban 
ir acompañados de una memoria económico-financiera que justifique 
su importe y el grado de cobertura financiera de los costes correspon-
dientes. Es verdad que esta norma, redactada conforme al artículo 2 de 
la Ley 25/1998, de 13 de julio (BOE de 14 de julio), es anterior al tex-
to refundido de la Ley reguladora de las Haciendas Locales aprobado 
en el año 2004, pero no lo es menos que la Ley 8/1989 ha sido objeto 
con posterioridad de numerosas modificaciones [la última mediante 
la Ley 10/2012, de 20 de noviembre (BOE de 21 de noviembre)], sin 
que el legislador haya visto la necesidad de modificar su disposición 
adicional séptima, circunstancia que evidencia que su voluntad sigue 
siendo que se aplique supletoriamente en materia de precios públicos 
a las normativas autonómicas y locales.

c)	� En cuanto al principio de especialidad que hacía valer el Ayuntamien-
to [...], debe precisarse que opera cuando la normativa especial con-
tiene una regulación específica que se separa de la general, pero no en 
un caso como el presente en el que aquella primera lisa y llanamente 
guarda silencio, creando un vacío normativo que pone en marcha la 
aplicación de la norma supletoria.
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Por lo tanto, el Tribunal Supremo concluye, como lo hacía la Sala de 
instancia, que el establecimiento y la fijación (incluso la modificación) de un 
precio público local requieren una memoria económico-financiera que justifi-
que su importe y el grado de cobertura de los costes correspondientes.

La sentencia recuerda que este mismo criterio ha sido mantenido con 
anterioridad por esta Sala, acudiendo a argumentos semejantes a los aquí ex-
puestos [véanse las sentencias de 7 de febrero de 2000 (casación 3373/95, FJ 
3.º), 22 de abril de 2000 (casación 6371/94, FJ 2.º) y 12 de noviembre de 2004 
(casación 626/99, FJ 3.º); puede consultarse también la sentencia del Tribunal 
Constitucional 233/1999, FJ 19.º)].

Procedía, en consecuencia, despejar la segunda incógnita propuesta por 
el recurso: ¿podía calificarse de tal el documento que obraba en el expediente 
administrativo?

El Tribunal Supremo responde en sentido negativo no solo por las razo-
nes expresadas en la sentencia de instancia, que hace suyas, sino también, “en 
particular, y esto debe ser subrayado, porque propone un precio público defi-
citario, sin especificar las razones sociales, benéficas, culturales o de interés 
público que lo aconsejan [no bastan a estos efectos las explicaciones dadas a 
posteriori en el escrito de interposición de este recurso de casación] ni preci-
sar el compromiso de consignar en los presupuestos las dotaciones oportunas 
para cubrir la diferencia. Actuando así, el Ayuntamiento recurrente infringió 
frontalmente una previsión específica de la normativa sobre las haciendas 
locales; el artículo 44.2 del texto refundido de 2004, lo que determina la nu-
lidad radical de la modificación aprobada, pues son nulas de pleno derecho 
las disposiciones administrativas que vulneren las leyes (artículo 62.2 de la 
Ley 30/1992), en cuanto desconocen el radical sometimiento a la ley de las 
Administraciones Públicas y de sus productos, proclamado al más alto nivel 
por el artículo 103.1 de la Constitución de 1978”.

5
Precios privados de empresa mixta de mancomunidad municipal 
prestadora de servicios funerarios, STS de 28 de septiembre de 2015 
(rec. de cas. 2042/2013)

5.1
Ingresos de derecho privado de las mancomunidades municipales

Las mancomunidades de municipios pueden percibir los ingresos que la legis-
lación reconoce, sin que exista una reserva estatutaria para su determinación.
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1.	� Las mancomunidades de municipios son entidades administrativas, 
con personalidad jurídica, de carácter asociativo, que dan lugar a una 
nueva entidad local supramunicipal.

	� Son, en definitiva, asociaciones voluntarias de municipios para la eje-
cución en común de obras y servicios de su competencia. Tienen su 
fundamento en el derecho a asociarse de los municipios para la coo-
peración intermunicipal, que reconoce, en nuestro Derecho interno, el 
artículo 44.1 de la Ley 7/1985, Reguladora de las Bases de Régimen 
Local, y, en el Derecho supranacional europeo, el art.10.1 de la Carta 
Europea de Autonomía Local.

	� El apartado 3 del mencionado artículo 44 LRBRL hace coincidir la 
creación de las mancomunidades municipales con la aprobación de 
sus respectivos estatutos, cuyo régimen se determinará por la legisla-
ción autonómica, aunque sujetándose a unas reglas básicas y mínimas: 
deben ser elaborados por los concejales de la totalidad de los muni-
cipios promotores de la mancomunidad constituidos en asamblea; es 
necesario un informe de la diputación o diputaciones interesadas, y 
deben ser aprobados por los plenos de los ayuntamientos.

2.	� Los estatutos son la norma institucional básica y rectora de las man-
comunidades (arts. 4.3.º y 44.2.º LRBRL), con un contenido necesario 
establecido en el artículo 44.2 LRBRL: “ámbito territorial de la enti-
dad, su objeto y competencia, órganos de gobierno y recursos, plazo 
de duración y cuantos otros extremos sean necesarios para su funcio-
namiento”. Además, el artículo 36 del Texto Refundido de Disposi-
ciones Legales vigentes en materia de Régimen Local, sin el carácter 
de precepto básico, se refiere a otros aspectos de la entidad: munici-
pios que comprende, lugar en que radiquen sus órganos de gobierno y 
administración, número y forma de designación de los representantes 
de los ayuntamientos que han de integrar los órganos de gobierno de 
la mancomunidad, fines, recursos económicos, plazo, procedimiento 
de modificación, y causas de disolución.

	� Por consiguiente, además de las normas estatales y autonómicas sobre 
mancomunidades municipales, los estatutos de las mismas, que cons-
tituyen parte de su régimen jurídico, crean la entidad y la configuran 
jurídicamente en sus aspectos orgánicos y funcionales. Es una norma 
local municipal, sometida a un procedimiento singular de elaboración 
y aprobación (art. 44.3.º LRBRL), emanada conjuntamente de los mu-
nicipios que la integran, lo cual, sin embargo, no altera su naturaleza 
reglamentaria, aunque tengan una mayor rigidez formal en orden a 
su modificación y derogación (art. 44.4.º LRBRL), y también exista 
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una reserva de regulación de las materias relativas a la organización y 
funcionamiento de la entidad.

3.	� Respecto de los recursos de la entidad, tienen especial importancia 
las aportaciones de los municipios mancomunados (art. 154 LRHL), 
cuyo régimen debe determinarse en los Estatutos, en aspectos tales 
como las cantidades a aportar o las reglas que permitan determinarlas, 
las condiciones de su abono, su destino, responsabilidades en caso de 
retraso en el pago o de impago. Ahora bien, junto a las previsiones del 
estatuto sobre los recursos de la mancomunidad, es necesario tener 
en cuenta lo establecido en el artículo 150 del TRLHL, que considera 
como tales (ap.1) no solo los previstos en su respectiva norma de crea-
ción, sino también “los establecidos en esta Ley y en las disposiciones 
que la desarrollan”. Y, asimismo, señala que “será de aplicación a las 
entidades supramunicipales lo dispuesto en esta Ley respecto de los 
ayuntamientos, con las especialidades que procedan en cada caso”.

	 �En definitiva, no hay una reserva absoluta en favor de los estatutos 
de las mancomunidades municipales para la determinación de sus 
recursos económicos, sino que, conforme a la legislación aplicable, 
estos pueden estar integrados por: tasas, contribuciones especiales, 
precios públicos, aportaciones de los municipios mancomunados 
–que establezcan sus estatutos– y otros que, también, se reconocen 
a los ayuntamientos. Esto es, subvenciones y otras aportaciones de 
Administraciones Públicas, operaciones de crédito, multas e ingresos 
de derecho privado. Incluso, respecto de los bienes de las mancomu-
nidades municipales, ha de estarse también a las previsiones generales 
del régimen local y del Patrimonio de las Administraciones Públicas.

	� Así, el artículo 2.1a) del TRLHL establece que la hacienda de las en-
tidades locales estará constituida, entre otros recursos, por los ingre-
sos procedentes de su patrimonio y demás de derecho privado. En el 
artículo 3.1 TRLHL se definen los ingresos de derecho privado de las 
entidades locales como rendimientos o productos de cualquier natu-
raleza derivados de su patrimonio, así como las adquisiciones a título 
de herencia, legado o donación. Y, desde un punto de vista negativo, 
se excluyen los que procedan por cualquier concepto de los bienes de 
dominio público local.

El concepto de patrimonio de las mancomunidades municipales no di-
fiere, pues, del resto de las entidades locales. Por consiguiente, siendo de 
plena aplicación la LRBRL y la Ley que regula los bienes de las Adminis-
traciones Públicas de conformidad con su artículo 2.2, debe tenerse en cuen-
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ta el artículo 3 de la Ley de Patrimonio de dichas Administraciones (Ley 
3372003), que dispone que: “1. El patrimonio de las Administraciones Pú-
blicas está constituido por el conjunto de sus bienes y derechos, cualquiera 
que sea su naturaleza y el título de su adquisición o aquel en virtud del cual 
les hayan sido atribuidos. 2. No se entenderán incluidos en el patrimonio de 
las Administraciones Públicas el dinero, los valores, los créditos y los demás 
recursos financieros de su hacienda ni, en el caso de las entidades públicas 
empresariales y entidades análogas dependientes de las comunidades autó-
nomas o corporaciones locales, los recursos que constituyen su tesorería”. 
No existe peculiaridad en este recurso financiero de las mancomunidades 
respecto del resto de las entidades locales, de manera que del artículo 3.1 
del TRLHL se pueden inferir dos grandes categorías de ingresos privados: 
la que hace referencia a su patrimonio, como son los rendimientos y produc-
tos obtenidos del mismo, y la que se relaciona con la forma de adquirir la 
propiedad por las mancomunidades. Y de la primera forman parte las posi-
bles rentas obtenidas de bienes inmuebles, intereses del capital mobiliario, 
rendimientos empresariales, enajenación de terrenos y otras inversiones, así 
como la enajenación de derechos reales o personales. El artículo 5 de la 
LRBRL atribuye plena capacidad jurídica a las entidades locales para ad-
quirir toda clase de bienes al objeto del cumplimiento de sus fines y el ejer-
cicio de su correspondiente ámbito competencial.

Por tanto, frente al criterio de la sentencia impugnada, el hecho de que 
en los Estatutos de la Mancomunidad ahora recurrente no figuren literalmen-
te los precios privados no supone un obstáculo para que una empresa mixta 
participada por aquella pueda percibir por sus servicios una contraprestación 
con dicha naturaleza.

5.2
Naturaleza de la retribución que se satisface por la prestación de servicios 
públicos o por actuaciones de interés general realizadas por sociedad 
anónima de capital mixto

El precio privado o tarifa es la naturaleza que corresponde a la contrapres-
tación que percibe una sociedad anónima de capital mixto (municipal y pri-
vado) por el desarrollo de una actuación o gestión de un servicio que no es 
objeto de reserva municipal.

Desde el punto de vista de la naturaleza de la contraprestación que se 
satisface por la prestación de los servicios públicos, el debate jurídico ha osci-
lado entre la consideración de las correspondientes contraprestaciones como 
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tasa (por tanto, como tributo) y su entendimiento como precio público o pri-
vado, intervenido o autorizado por la Administración.

1.	La distinción entre potestad tributaria y potestad tarifaria como fór-
mula de contraprestación de los servicios públicos tiene un indudable arrai-
go histórico en nuestro ordenamiento, y recientemente ha experimentado las 
consecuencias de sucesivas modificaciones legislativas y de los pronuncia-
mientos del Tribunal Constitucional, con su correspondiente reflejo en la ju-
risprudencia de este Alto Tribunal.

El Estatuto Municipal aprobado por Real Decreto-Ley de 8 de marzo de 
1924, diferenciaba las tasas y otros derechos de la Hacienda Local, de un lado, 
y, de otro, las tarifas de los servicios municipalizados configuradas como dere-
chos propios de las entidades gestoras a cobrar directamente por estas en régi-
men de Derecho privado. Esta distinción y la consideración de las tarifas como 
contraprestaciones de Derecho privado continúan en la legislación tributaria 
posterior (Reglamento de Haciendas Locales, de 4 de agosto de 1951; Ley de 
Tasas y Exacciones Parafiscales, de 26 de diciembre de 1958; Ley de Hacien-
das Locales, de 24 de diciembre de 1962, y Ley General Tributaria, de 28 de 
diciembre de 1963), en la legislación de régimen local (arts. 429, 432, 435 y 
440 del Decreto de 24 de junio de 1955 que aprueba el Texto Articulado y Re-
fundido de las Leyes de Bases de Régimen Local de 17 de julio de 1945 y 3 de 
diciembre de 1953, y el vigente Reglamento de Servicios de las Corporaciones 
Locales de 17 de junio de 1955) y en la legislación de contratos administrativos 
(Texto Articulado de la Ley de Contratos del Estado de 8 de abril de 1965 y 
Texto Refundido de la Ley de Contratos del Sector Público de 14 de noviembre 
de 2011).

De esta manera se incorporaban las ideas de precio y beneficio a los ser-
vicios públicos gestionados por terceros, atrayendo a su gestión la inversión 
privada, cuando tenían un contenido económico, y podía hablarse de “rendi-
mientos del servicio” en aquellos que eran susceptibles de singularizarse la 
prestación y de ser reconducidos a una relación sinalagmática. Si bien es cierto 
que no se trataba de una regla estricta porque se reconocía a la Administración 
titular del servicio una cierta facultad discrecional que permitía regular la con-
traprestación como tasa, sobre todo si, a pesar de existir una dimensión econó-
mica, resultaba difícil determinar el coste de la contraprestación sinalagmática.

Esta Sala, en una larga línea jurisprudencial, distinguió la naturaleza de la 
contraprestación según que la tarifa correspondiese a prestación del servicio 
por un concesionario en régimen de gestión indirecta, o el servicio se prestase 
directamente por la Administración titular. En el primer caso se estaba ante 
un precio privado; se trataba de contraprestaciones percibidas directamente 
por los concesionarios de servicios públicos como remuneración del servicio, 



235ISSN: 2013-4924, págs. 191-244

Rafael Fernández Montalvo

aunque la potestad tarifaria correspondiera a la Administración concedente 
(arts. 148 a 155 RSCL). En el segundo caso, al prestar la Administración el 
servicio en régimen de gestión directa, se entendía que la naturaleza jurídica 
de la percepción era la de una tasa (ad exemplum, SSTS de 27 de septiembre 
de 1997, rec. ap. 9964/1991; 29 de octubre de 2003, rec. de cas. 566/1997; 5 
de febrero de 2009, rec. de cas. 3454/2005; 7 de marzo de 2007, rec. de cas. 
1727/2002, y 7 de abril de 2007, rec. de cas. 2882/2002).

Por consiguiente, la jurisprudencia expuesta “ha atribuido la naturaleza 
de precio privado, fijado por la Corporación municipal ejercitando su po-
testad tarifaria y sometido a la aprobación ulterior de la Comunidad Autó-
noma, en aplicación de la política de control de precios, cuando el servicio 
era gestionado de forma indirecta por un concesionario o un arrendatario, 
incluso una empresa participada mayoritariamente por el municipio [...] y si 
el servicio se prestaba directamente, la retribución satisfecha por los usuarios 
constituía una tasa [...]”. Se “mantuvo esta configuración hasta el 1 de enero 
de 1999 fecha a partir de la cual, y en virtud de la disposición transitoria se-
gunda, apartado 1 de la Ley 25/1998, debería siempre considerarse una tasa, 
como consecuencia de las reformas introducidas a resultas de la sentencia del 
Tribunal Constitucional 185/1995, cuya doctrina ratificaron las sentencias del 
mismo Tribunal 102/2005, de 20 de abril, y 121/2005, de 10 de mayo” (SSTS 
3 de diciembre de 2012, rec. de cas. 4354/2011, y de 22 de mayo de 2014, rec. 
de cas. 640/2011, entre otras).

2.	La evolución de nuestra doctrina es consecuencia de la interpretación 
que del régimen jurídico vigente en cada momento ha hecho la Sala, y que 
supuso la redefinición del concepto tasa en la Ley General Tributaria en sin-
tonía con la doctrina del Tribunal Constitucional. Así, la letra a) del apartado 
2.º del artículo 2 define, con carácter general, la tasa como “los tributos cuyo 
hecho imponible consiste en la utilización privativa o en el aprovechamiento 
especial del dominio público, la prestación de servicios o la realización de ac-
tividades en régimen de Derecho Público que se refieran, afecten o beneficien 
de modo particular al obligado tributario, cuando los servicios o actividades 
no sean de solicitud o recepción voluntaria para los obligados tributarios o 
no se presten o realicen por el sector privado”; pero se añadió un párrafo 
final, según el cual “se entenderá que los servicios se prestan en régimen de 
Derecho Público cuando se lleven a cabo mediante cualquiera de las formas 
previstas en la legislación administrativa para la gestión del servicio público 
y su titularidad corresponda a un ente público”. Fue esta previsión la que 
convirtió en tasas las contraprestaciones que percibían las empresas privadas 
concesionarias que gestionaban de forma indirecta los servicios públicos. Por 
ello la propia Sala, en las mismas sentencias, ya advertía que “parece claro 
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que la supresión del segundo párrafo del artículo 2.2.º, a) llevada a cabo por 
la Ley de Economía Sostenible abre un panorama diferente [...]” (SSTS 3 de 
diciembre de 2012, rec. de cas. 4354/2011, y de 22 de mayo de 2014, rec. de 
cas. 640/2011, entre otras).

3.	 Como consecuencia de la derogación efectuada por la disposición final 
58.ª de la Ley 2/2011, de 4 de marzo, de Economía Sostenible del referido in-
ciso, es posible recuperar las ideas de precio y beneficio para los servicios pú-
blicos gestionados por concesionarios, e incorporar a los servicios públicos en 
régimen de concesión o de gestión indirecta los criterios de la autofinanciación 
y del equilibrio económico del contrato.

De acuerdo con el artículo 20.1.B) del Texto Refundido de la Ley de 
Haciendas Locales, solo son tasas o precios públicos las contraprestaciones 
para la realización de actividades o prestaciones de servicios en régimen de 
derecho público.

El significado de dicha expresión podría establecerse, en principio, por 
contraposición con la iniciativa pública en la actividad económica de merca-
do. Pero no resulta admisible tal interpretación, ya que la iniciativa pública en 
la actividad económica –como actividad meramente patrimonial que es– se 
ha de ejercer en el ámbito de la economía de mercado y con respeto a la libre 
competencia, de manera que la contraprestación por los bienes o servicios 
que constituyen su objeto son per se precios privados y de mercado, y quedan 
excluidos de cualquier tutela administrativa. No hace falta, por tanto, ninguna 
previsión legal para que las contraprestaciones de la actividad privada de la 
Administración queden excluidas de cualquier consideración de prestaciones 
patrimoniales de carácter público. Consecuentemente, la expresión en régi-
men de derecho público tiene que referirse necesariamente a las formas de 
gestión en que la Administración actúa mediante su personalidad jurídico-
pública ordinaria o bien adopta personalidades diferenciadas pero siempre de 
naturaleza pública, y siempre con la finalidad de ejercer una actividad pública 
o prestar un servicio público. Por tanto, han de quedar excluidas la realización 
de actividades y la prestación de servicios en régimen de derecho privado, in-
cluyendo tanto las formas de gestión mediante personalidad diferenciada con 
naturaleza jurídico-privada como la gestión contratada a particulares.

Es decir, ni la Ley de Tasas y Precios Públicos ni la doctrina del Tribunal 
Constitucional (STC 185/1995) son aplicables a las tarifas de los servicios 
públicos prestados mediante formas de gestión directa con personificación 
privada (sociedades mercantiles con participación pública exclusiva o mayo-
ritaria) o de gestión indirecta mediante alguna de las modalidades de contrato 
administrativo de gestión de servicios públicos (concesión, empresa mixta 
con participación pública minoritaria, arrendamiento, concierto y gestión in-
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teresada), y, menos aún, a las actuaciones de interés general que se realicen 
por empresas privadas, aunque su capital sea participado por un ente público.

4.	El TRLHL no hace ninguna precisión sobre la incidencia de la forma 
de gestión en la naturaleza de la contraprestación del servicio, pero la suple-
toriedad establecida en el artículo 9.2 y en la disposición adicional séptima 
de la Ley 8/1989, de Tasas y Precios Públicos, respecto a la legislación sobre 
haciendas autonómicas y locales tiene como efecto la plena aplicación a la 
Administración local de la precisión que dicha Ley efectúa sobre la necesaria 
relación entre forma de gestión de derecho público y tasas o precios públi-
cos. Por otra parte, la exclusión de la contraprestación por servicios públicos 
prestados mediante formas de gestión jurídico-privadas o por actuaciones de 
interés general, realizada por personificaciones jurídico-privadas, es plena-
mente coherente con la naturaleza de ingresos de derecho público que tienen 
las exacciones que regula la reiterada Ley 8/1989, ya que mal pueden ser 
ingresos de derecho público unos ingresos de los que es titular una persona 
jurídico-privada (sociedades mercantiles, concesionarios, etc.) o un ente que 
actúa en régimen de derecho privado.

En definitiva, el régimen de tarifas de los servicios públicos o de actua-
ciones de interés general realizadas por sociedades mercantiles con capital 
íntegra o parcialmente municipal se corresponde, más bien, con la naturaleza 
de los precios privados. Sostener lo contrario, es decir, que la forma de ges-
tión de derecho privado no altera la naturaleza pública de la exacción, equi-
valdría a eliminar las tarifas como medio de remuneración del gestor privado, 
y a establecer el régimen de subvención como único y obligatorio medio de 
retribución. Y resulta que la tarifa y la subvención son fórmulas de retribución 
de los gestores del servicio que, separada o conjuntamente, son de elección 
discrecional por parte de la Administración titular del servicio.

Si, conforme a la Ley de Tasas y Precios Públicos [arts. 6 y 24.c)], tanto 
las tasas como los precios públicos son ingresos de derecho público, solo pue-
den corresponder a Administraciones y otras entidades de derecho público, y 
no pueden tener este carácter unos recursos que, por fuerza, tienen que ser de 
derecho privado cuando ingresan en el patrimonio de entidades dotadas de 
personalidad jurídico-privada, tanto si su capital es íntegra o mayoritariamen-
te público como si es totalmente privado.

Naturalmente, no puede olvidarse que tales precios están sometidos a 
unos procedimientos de fijación y de modificación preestablecidos por la Ad-
ministración y que resuelve ella misma. En el caso de las sociedades mercan-
tiles públicas es el procedimiento establecido en el reglamento del servicio 
o en el régimen económico financiero establecido entre la Administración 
titular del servicio y su empresa pública; y en el caso del concesionario y 
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otros contratistas gestores indirectos de servicios en el régimen que resulte 
del pliego de condiciones. En cualquier caso, la aprobación y revisión de 
estos precios corresponden a la entidad local titular del servicio. Por ello, 
no son, en su integridad, precios de mercado, ni su régimen jurídico es es-
trictamente privado, sino que, en puridad de principios, resulta conveniente 
distinguir entre tasas, precios públicos y tarifas, utilizando el término tarifa 
para referirse a los supuestos en que –por el régimen de derecho privado del 
servicio o actuación– la contraprestación no puede tener naturaleza de tasa ni 
de precio público, pero en los que la denominación de precio privado tampo-
co es completamente expresiva de su régimen jurídico peculiar.

La opción discrecional entre la configuración de la contraprestación 
como tasa o como precio y la opción por una modalidad de gestión directa 
o indirecta está limitada y legalmente predeterminada cuando el objeto de 
la actividad o servicio implica ejercicio de autoridad, supuesto en el que 
se impone la gestión directa por la propia Administración o mediante un 
organismo autónomo, como se deduce del artículo 85.3 de la LRBRL (“en 
ningún caso podrán prestarse por gestión indirecta ni mediante sociedad 
mercantil de capital social exclusivamente local los servicios que impli-
quen ejercicio de autoridad”), en cuyo caso las contraprestaciones de los 
servicios públicos prestados directamente han de tener, necesariamente, la 
naturaleza de tasas o de precios públicos, en los términos que imponen los 
artículos 24 de la Ley de Tasas y Precios Públicos y 20 y 41 del TRLHL. 
Pero en cualquiera de las otras formas de gestión directa del artículo 85.2 
A) LRBRL (entidad pública empresarial o sociedad mercantil con partici-
pación íntegramente pública), y en todas las formas de gestión indirecta del 
artículo 85.2 B) LRBRL, mediante alguna de las modalidades de contrato 
administrativo de gestión de servicios públicos del artículo 277 del Texto 
Refundido de la Ley de Contratos del Sector Público, la Administración 
titular del servicio puede optar por retribuir al gestor mediante una tarifa 
o precio a satisfacer directamente por los usuarios, una retribución de la 
propia Administración, o una combinación de ambas formas de retribución 
económica.

5.3
El régimen jurídico de los servicios funerarios. Los precios de los ser-
vicios funerarios

Desde el Real Decreto-ley 7/1996, de 7 de junio, de Medidas Urgentes de ca-
rácter fiscal y de fomento y liberalización de la actividad económica, se han 
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liberalizado los servicios mortuorios y han dejado de ser servicios esenciales 
reservados a las entidades locales.

1. La Ley Reguladora de las Bases de Régimen Local, Ley 7/1985, en 
su artículo 25.2.j), atribuye a los municipios la competencia en materia de 
cementerios y servicios funerarios, en los términos que resultan de la legisla-
ción del Estado y de las comunidades autónomas. Y, hasta 1996, dicha Ley, en 
su artículo 86.3, declaraba “la reserva en favor de las entidades locales de las 
siguientes materias: servicios mortuorios”. Había de seguirse lo establecido 
en la Ley 14/1986, de 25 de abril, General de Sanidad, sobre control sanitario 
de los cementerios y servicios funerarios, Reglamento de Policía Mortuoria, 
aprobado por Decreto 2263/1974, de 20 de julio, que regulaba las condiciones 
e instalaciones que debía tener todo cementerio y fijaba la obligación de que 
hubiera una empresa funeraria privada o municipal en poblaciones de más de 
10 000 habitantes, así como las disposiciones adoptadas por la correspondien-
te comunidad autónoma.

Naturalmente esas competencias formaban parte del elenco reconocido a 
las corporaciones locales en los términos programáticos contenidos en el ar-
tículo 2.1 de la Ley, que dispuso: “Para la efectividad de la autonomía garan-
tizada constitucionalmente a las entidades locales, la legislación del Estado y 
la de las comunidades autónomas, reguladora de los distintos sectores de la 
acción pública, según la distribución constitucional de competencias, deberá 
asegurar a los municipios, las provincias y las islas su derecho a intervenir 
en cuantos asuntos afecten directamente al círculo de sus intereses, atribu-
yéndoles las competencias que proceda en atención a las características de 
la actividad pública de que se trate y a la capacidad de gestión de la entidad 
local, de conformidad con los principios de descentralización y de máxima 
proximidad de la gestión administrativa a los ciudadanos”, utilizando para 
ello, entre otras, según el artículo 4.1 de la Ley, la potestad reglamentaria (Cfr. 
SSTS de 5 de julio de 2006, rec. de cas. 10384/2003, y 27 de octubre de 2006, 
rec. de cas. 1555/2004).

2. La configuración descrita se vio alterada por la promulgación del Real 
Decreto-ley 7/1996, de 7 de junio, sobre Medidas Urgentes de carácter Fiscal 
y de Fomento y Liberalización de la Actividad Económica, que, para cum-
plir ese fin de liberalización de la actividad económica, se propuso, según su 
Exposición de Motivos, liberalizar la prestación de los servicios funerarios y 
suprimir la consideración de los servicios mortuorios como servicios esencia-
les reservados a las entidades locales. De esta manera, el artículo 22 dispuso 
que “se liberaliza la prestación de los servicios funerarios. Sin perjuicio de 
lo anterior, los ayuntamientos podrán someter a autorización la prestación de 
dichos servicios. La autorización tendrá carácter reglado, debiéndose precisar 
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normativamente los requisitos objetivos necesarios para obtenerla y se con-
cederá a todo solicitante que reúna los requisitos exigidos y acredite disponer 
de medios materiales necesarios para efectuar el transporte de cadáveres”. 
Ello supuso que, de acuerdo con el artículo 23 del mismo Real Decreto-ley, se 
suprimiese la reserva en favor de las entidades locales contenida en el artículo 
86.3 de la Ley Reguladora de las Bases de Régimen Local de los servicios 
mortuorios.

3. En consecuencia, después de la entrada en vigor del Real Decreto-ley 
7/1996, la prestación de los servicios funerarios quedó liberalizada. Y ello 
sin perjuicio de que los ayuntamientos pudieran someter a autorización la 
prestación de dichos servicios. Autorización, de carácter reglado, que debía 
limitarse a examinar si se cumplían o no los requisitos objetivos precisados 
normativamente. En definitiva, desde dicho momento, los servicios de que se 
trata podían prestarse en régimen de libre concurrencia por quien obtuviera 
la autorización correspondiente que había de otorgar el ayuntamiento com-
petente, siempre que cumpliera los requisitos objetivos precisados norma-
tivamente y dispusiera de los medios materiales necesarios para efectuar el 
transporte de cadáveres.

Posteriormente, se impulsa esta liberalización con la modificación de 
dicho Real Decreto-ley a través de la Ley 24/2005, de 18 de noviembre, 
de reformas para el impulso de la productividad, especificándose que el 
Estado y las comunidades autónomas debían fijar los criterios mínimos de 
acuerdo con los cuales los municipios podrían regular los requisitos objeti-
vos necesarios para obtener la autorización para la prestación de servicios 
funerarios, y disponiendo que las normas que regulasen los requisitos de 
estas autorizaciones no podían establecer exigencias que desvirtuasen la 
liberalización del sector.

4. La Ley 17/2009, de 23 de noviembre, sobre libre acceso a las acti-
vidades de servicios y su ejercicio, que traspone al ordenamiento jurídico 
español la Directiva de Servicios (Directiva 2006/123/CEE del Parlamente 
Europeo y del Consejo, de 12 de diciembre de 2006, relativa a los servicios 
en el mercado interior), incluye en su ámbito de aplicación los servicios 
funerarios. En concreto, la Ley exige que cualquier medida que suponga 
una limitación al acceso o al ejercicio de una actividad de servicios debe 
estar justificada por una razón imperiosa de interés general, y debe ser pro-
porcionada, es decir no debe existir ninguna otra medida menos restrictiva 
que permita salvaguardar el objetivo que se pretende con la regulación. En 
consecuencia, los requisitos y restricciones que se impongan a las empre-
sas funerarias deben cumplir conjuntamente los principios de necesidad y 
proporcionalidad. Además, la habilitación para llevar a cabo cualquier ac-



241ISSN: 2013-4924, págs. 191-244

Rafael Fernández Montalvo

tividad de servicios funerarios debe ser válida en todo el territorio nacional 
y con una duración ilimitada, estando las empresas funerarias sometidas a 
las obligaciones de información y a las previsiones sobre reclamaciones 
recogidas en la Ley.

5. Sobre los precios de los servicios funerarios, la STS de 5 de julio de 
2006 (rec. de cas. 10384/2003) reitera el criterio ya mantenido en STS de 19 
de abril de 1999, que se expresó en los siguientes términos: “No obstante, 
y rebasados los límites de los que deben ser considerados como servicios 
básicos [...] en el campo de las prestaciones funerarias que con carácter obli-
gatorio determina el artículo 25.2.j) de la Ley 7/85, servicios que han de ser 
de decorosa entidad, ajustados al nivel económico y cultural de la época en 
que se ofrezcan, se impone evidentemente el respeto al principio de libertad 
de empresa que proclama el artículo 38 de la Constitución [...] con la induda-
ble consecuencia de admitir la libre fijación de precios de aquellos servicios 
funerarios de más ostentosa entidad que voluntariamente pueden desear con-
certarse”.

En consecuencia, se reconoce que, para fijar los precios de los servicios 
funerarios que la Ley de Bases de Régimen Local considera como mínimos, 
pueda ser necesaria la intervención de la Administración competente, pero, 
para todos aquellos servicios de esa naturaleza que excedan de esos mínimos, 
la libertad de precios está asegurada por el principio constitucional de libertad 
de empresa del artículo 38 de la Constitución.

6
No procede la compensación de créditos a favor de Telefónica de 
España por servicios de telecomunicaciones que preste a las corpo-
raciones locales con los créditos tributarios derivados de los tributos 
locales (régimen tributario especial de la Compañía Telefónica refle-
jado en la Ley 15/1987, de 30 de julio, en la redacción dada por la dis-
posición adicional 8.ª de la Ley 39/1988). STS de 30 de septiembre de 
2014 (rec. de cas. 3619/2012)

6.1
Antecedentes

A.-	� Telefónica España, S.A. interpuso recurso contencioso-administra-
tivo ante la Audiencia Nacional contra resolución del TEAC, de 31 
de enero de 2011, por la que se desestimaba reclamación económico-
administrativa interpuesta contra la resolución de la Dirección Gene-
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ral de Coordinación Financiera con las Comunidades Autónomas y 
las Entidades Locales, del Ministerio de Economía y Hacienda, de 20 
de mayo de 2009, que denegaba la solicitud de compensación de las 
deudas tributarias derivadas de la Ley 15/1987 con las corporaciones 
locales respecto de los créditos que Telefónica tenía frente a estas.

B.-	� La Audiencia Nacional desestima el recurso contencioso-adminis-
trativo por dos razones:

	 a)	� No concurre el primer requisito exigido por el artículo 1196 del 
Código Civil para la compensación, puesto que los ayuntamien-
tos no son acreedores directos del importe que resulta de las 
declaraciones-liquidaciones de Telefónica, aunque sean benefi-
ciarios del mismo.

	 b)	� La Ley 15/1987 no se limita a configurar una forma de pago de 
los tributos locales, sino que configura una nueva relación jurí-
dica en la que es el Estado el acreedor de las deudas tributarias 
y no las entidades locales, aunque sean estas sus beneficiarias, 
siendo, en consecuencia, el Estado, y no las entidades locales, 
quien puede exigir el pago.

6.2
Decisión del Tribunal Supremo

El Tribunal Supremo desestima el recurso interpuesto por Telefónica España, 
S.A., aunque con votos particulares.

a)	� El Tribunal Supremo recuerda los artículos 3 y 4 de la Ley 15/1987, 
de 30 de julio, de Tributación de la Compañía Telefónica Nacional de 
España.

	 1.º)	� La Compañía está sujeta al impuesto sobre los bienes inmue-
bles correspondientes a los bienes de naturaleza rústica y urba-
na de su titularidad, con arreglo a la legislación tributaria del 
Estado y las normas reguladoras de dicho impuesto.

	 2.º)	� Por lo que se refiere a los restantes tributos de carácter local 
y los precios públicos de la misma naturaleza, las deudas tri-
butarias o contrapresataciones que por exacción o exigencia 
pudieran corresponder a la Compañía Telefónica Nacional de 
España se sustituyen por una compensación en metálico de pe-
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riodicidad anual. Dicha compensación será satisfecha trimes-
tralmente por la compañía a los ayuntamientos y diputaciones 
provinciales, en la forma que reglamentariamente se determi-
ne, y consistirá en el 1,9 % de los ingresos brutos procedenes 
de la facturación que obtenga en cada término municipal, y 
el 0,1 % de los que obtenga en cada demarcación provincial, 
respectivamente.

		�  En desarrollo de la Ley, el Real Decreto 1334/1988, de 4 de 
noviembre, delimita el régimen de dicha compensación, y, en 
cuanto a la forma de pago, dispone:

	 –)	� Se efectuará mediante cuatro declaraciones-liquidaciones 
trimestrales a cuenta de la liquidación definitiva que se 
practique.

	 –)	� El importe de cada liquidación trimestral equivaldrá a la 
cantidad resultante de aplicar el 1,9 % al 25 % de los in-
gresos brutos de explotación devengados por Telefónica 
España en el año anterior.

	 –)	� La liquidación definitiva se presentará en el primer tri-
mestre siguiente al año a que se refiera. En el supuesto 
de que existiese saldo negativo, el exceso satisfecho a las 
entidades locales se compensará en la primera o sucesivas 
entregas a cuenta de verificar a los respectivos entes.

	 –)	� Las declaraciones-liquidaciones trimestrales y la declara-
ción-liquidación definitiva se presentarán: a) un ejemplar, 
sin mas detalle que el importe global de la deuda, en la 
Caja de la Dirección General del Tesoro y Política Finan-
ciera, para su ingreso por cualquiera de los medios que 
autoriza el artículo 24 del Reglamento General de Recau-
dación, en “Operaciones del Tesoro, Acreedores, Com-
pensación Exacciones Locales, CTNE”; b) otro ejemplar, 
con detalle de facturación y cálculo de participación por 
cada municipio y provincia, ante la Dirección General de 
Coordinación con las Haciendas Territoriales, Subdirec-
ción General de Coordinación con las Haciendas Locales.

	 –)	� La Dirección General de Coordinación con las Haciendas 
Territoriales interesará periódicamente de la del Tesoro y 
Política Financiera la ordenación del pago para poder ha-
cer efectiva la compensación, a cuenta y definitiva, que 
corresponda a cada ayuntamiento y diputación provincial.
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b)	�El Tribunal Supremo argumenta su decisión en los siguientes térmi-
nos:

	 1.º)	� Telefónica tiene que ingresar en la Dirección General del Te-
soro, sin que esté previsto deducir deudas de las entidades 
locales, aunque existan resoluciones de los ayuntamientos de 
reconocimiento de deuda, por lo que comparte el criterio de 
la Audiencia Nacional de que falta el primer requisito del ar-
tículo 1196 CE, esto es, que cada uno de los obligados lo esté 
principalmente, y sea a la vez acreedor principal del otro, ya 
que en relación con el recurso controvertido las entidades lo-
cales no son, en realidad, acreedoras principales del importe 
que resulta de la declaración-liquidación de Telefónica, sino 
simples beneficiarias, al sustituirse, en virtud del régimen fis-
cal especial, por una compensación en metálico, la exacción 
de todos los tributos locales distintos del IBI y todos los pre-
cios públicos de la misma naturaleza.

	 2.º)	� La compensación se calcula con independencia de la efectiva 
realización o no de los hechos imponibles o de actuaciones 
sujetas a precios públicos, por una cantidad a tanto alzado que 
se fija en un porcentaje de los ingresos brutos procedentes de 
la facturación obtenida en el término municipal o provincial.


